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AGRADECIMIENTO
Es obligado empezar el presente Informe expresando nuestro agradecimiento a la Secretaría de Estado de Agua y Costas por la deferencia que ha tenido al habernos solicitado una valoración personal del proyecto de Plan Hidrológico Nacional (PHN), sometido estos días a información pública. Es sabido que la invitación ha sido también cursada a un nutrido grupo de científicos (hidrólogos, economistas, hidráulicos, ingenieros, juristas, sociólogos, geógrafos, biólogos, etc.) desde la intención, sin duda, de recoger un amplio espectro de opiniones sobre las diferentes facetas de esa compleja realidad "poliédrica" que son los problemas del agua en España, tal como acertadamente la definió en su día el borrador del Libro Blanco del Agua MIMAM,1998).

Aplaudimos la iniciativa en la medida que pueda responder a una intención sincera de impulsar la participación científica y social en el análisis de este tipo de cuestiones, forzosamente polémicas, en las que se entremezclan valores con intereses de minorías organizadas, derechos inviolables de minorías, derechos no organizados de las grandes mayorías, mayorías artificiales, inercias, mitos y timos (GARCÉS, 2000).

* * *

PRIMERA PARTE

EL CONTEXTO POLÍTICO/SOCIAL EN EL QUE NACE EL PROYECTO

I.1.- INTRODUCCIÓN

El proyecto de Plan Hidrológico Nacional sometido ahora a debate no aparece por generación espontánea; tiene su historia, es el resultado de la larga dinámica política, social, económica y cultural en la que se ha ido gestando, que conviene analizar ahora para detectar errores y vicios sistemáticos en nuestro proceder, y no darle al documento más credibilidad y confianza que las derivadas de su análisis retrospectivo y contextual.

La etapa socialista:
Nos ha parecido necesario elaborar el presente Informe haciendo un análisis previo del largo proceso planificador, de más de veinte años, en el que se incardina el proyecto de Plan Hidrológico Nacional iniciado en 1979 con un Real Decreto de diciembre de ese año, que en su “segunda mitad” arranca en 1990 tras la presentación por cada Organismo de Cuenca de la Documentación Básica para la Planificación Hidrológica, a la que siguieron el Real Decreto de la Sequía (mayo 1992), el Pacto del Agua de Aragón (junio 1992), las Bases para las Directrices de la Planificación Hidrológica (septiembre 1992), las propias Directrices, el Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional (abril 1993) y la aprobación a nivel de cuenca de algunos Planes Hidrológicos. El Plan Nacional de Regadíos (Horizonte 2005) vino a cerrar a principios de 1996 la etapa de gobierno socialista, que en esta materia había iniciado su andadura con la reforma del marco legal en 1985, anunciada como profundamente participativa, concebida para llevar a buen término lo que nacía con la intención de ser la gran revolución hidrológica y medioambiental que el país para entonces necesitaba, tal como había expresado la propia Ley de Aguas de 1985 en su Preámbulo.

La etapa popular:
En marzo de ese mismo año (1996) aconteció el relevo en las responsabilidades de gobierno a cargo del Partido Popular, que llegó precedido de un discurso hidrológico también renovador, comprometido en una operación de puesta en valor y respeto a los patrimonios medioambientales, que incluía al agua como elemento principal de esa renovación, creando a tal fin un ministerio específico: el del Medio Ambiente (AZNAR, 1995). 

En los cinco años de gestión popular cabe ahora destacar en orden cronológico: la creación de las llamadas Sociedades Estatales del Agua (1997), la aprobación por el Gobierno de los Planes Hidrológicos de Cuenca tal como habían sido realizados o planteados en la etapa socialista (agosto 1998), la publicación del borrador de un nuevo Plan Nacional de Regadíos (Horizonte 2008, Sep. 1998), el Libro del Blanco del Agua en España (LBAE, dic. 1998), al que luego el MIMAM llamaría “borrador”, prometiendo para más adelante la publicación del auténtico Libro, que habría de servir para sentar las bases, los conceptos y las ideas de un obligado consenso social sobre el futuro Plan Hidrológico Nacional. 

"La razón fundamental por la que se ha decidido elaborar este Libro es precisamente la constatación palmaria de que en estos momentos, y tras las experiencias del pasado reciente, resulta necesario promover desde la propia Administración hidráulica un esfuerzo sosegado y colectivo de reflexión común, de unificación de vistas, de integración que coadyuve a clarificar la confusión actual, y que, sin el carácter de un texto formal o reglado, sino abierto y flexible, con voluntad de rigor, de dialogo y de acercamiento, proporcione elementos de juicio útiles a la colectividad" (LBAE, Pág. 2).

"La relativa normalidad actual permite llevar a cabo esta reflexión de forma sosegada, con una cierta perspectiva, y sin las lógicas crispaciones y desenfoques que conlleva la penuria hídrica, siempre exigente de la inmediatez de actuaciones más que de la discusión de los fundamentos para esta actuación" (LBAE, Pág. 3). 
"Desde el punto de vista de la opinión pública, este Libro pretende, como se ha indicado, proporcionar un soporte material ordenado, extenso y riguroso, para la discusión y el debate social... El debate del agua requiere una abierta audiencia pública, no reglada ni restringida, y unos plazos suficientes para el estudio de los datos, sugerencias y propuestas contenidas en el Libro" (LBAE, Pág. 5). 

"Por último, es evidente que, una vez debatido, perfeccionado y razonablemente consensuado, este Libro expresará un común sentir mayoritario en lo que a las cuestiones del agua se refiere y, en tal sentido, puede constituir un verdadero documento de directrices para el Plan Hidrológico Nacional, que otorgue a este Plan unas condiciones iniciales de madurez técnica, debate y consenso de extraordinaria importancia para su viabilidad sociopolítica" (LBAE, Pág. 5). 

Pues bien, ese Libro a finales del 2000 todavía no ha sido presentado, y las prisas vuelven a ser las consejeras habituales. Hay que destacar que en ese llamado "borrador” se hizo ya un diagnóstico tan relevante de la realidad como el que expresan las siguientes líneas:

"El desarrollo de las grandes obras hidráulicas para el fomento de las transformaciones en regadío y de la producción hidroeléctrica, han tenido históricamente efectos multiplicadores sobre el empleo, el asentamiento de las poblaciones, el desarrollo de las industrias, la producción de alimentos, la autosuficiencia... Son muchas y diversas las circunstancias concurrentes que han llevado a la crisis de tal modelo, y habrá ocasión de analizarlas con detalle en este Libro. Lo que debe subrayarse es ya la muy dudosa vigencia de sus inspiraciones básicas y, en consecuencia, la inexcusable necesidad de una profunda reconsideración y replanteamiento" (LBAE, Pág. 2) 

Después del LBAE vino la reforma de la Ley de Aguas (1999), que nos trajo el mercado concesional y los "bancos de agua" como sus dos grandes novedades. Finalmente, en septiembre del 2000, se nos han dado a conocer el proyecto de Plan Hidrológico Nacional, tan largamente esperado, en un intento de cerrar un proceso planificador que empezó con urgencias hace ya veinte años en un Real Decreto (dic. 1979) en tiempos de la UCD.

I.2.- EL PSEUDODEBATE SOCIAL Y LAS PRISAS: DOS CONSTANTES
El pseudo debate social:
Somos conscientes de que la consulta ahora efectuada a los científicos, entre los cuales hemos sido incluidos, es inocua, y que la fuerza de nuestros argumentos no va mover un ápice intenciones probablemente hace tiempo establecidas. Hay razones y hechos que así lo confirman. Pese a todo, es moralmente obligado dejar testimonio público de nuestra valoración. 

La participación social no está tanto en abrumar al científico ni a la sociedad con informaciones extensas y complejas, de difícil lectura e imposible interpretación, como en el deseo de comunicar. En este sentido, el Ministerio de Medio Ambiente debería haber elaborado un documento más sintético, más claro y conciso que ese conjunto de cinco tomos que nos ha sido remitido acompañando al texto articulado del proyecto de Ley del Plan Hidrológico Nacional. Habría sido de desear una documentación resumida, en la que de forma inequívoca apareciese desde el principio la relación de problemas y objetivos concretos, los niveles de prioridad otorgados, el panorama de alternativas posibles, y las razones hidrológicas, sociales, económicas y medioambientales de las actuaciones propuestas. 

La amplitud de los temas tratados en el Proyecto exigía una acción más profunda que este conjunto de valoraciones personales ahora solicitadas a los científicos. Habría sido de desear que esta consulta hubiese estado acompañada de unas jornadas previas de presentación y debate de las filosofía y contenidos del proyecto, entre los técnicos de la Secretaría de Estado y autores materiales del documento (siempre anónimo), por un lado, y las personas consultadas por otro. De esa forma, cada cual podría haber elaborado un informe personal, más juicioso, más motivado, más profundo y más contrastado. Habríamos evitado esa larga lectura, vacía e innecesaria como la que figura en el tomo de la documentación técnica remitida titulado "Antecedentes y transferencias planteables", dedicado a describir cómo eran las transferencias de caudales en época romana, visigoda, árabe, de los Reyes Católico, de los Austrias y de los Borbones,... hasta llevarnos, al cabo de 50 páginas de lectura curiosa y erudita (pero situada fuera del problema central del Proyecto) al momento que nos interesa, que es la promulgación de la Ley de Aguas de 1985, o la presentación ocho años más tarde del Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional, que es cuando arranca la realidad que nos ocupa. 
Todos nos habríamos enriquecido de esa lectura común, habríamos intercambiado opiniones, separado el grano de la paja, despejado multitud de dudas de interpretación que luego nos han invadido, y salvado las lagunas informativas que con frecuencia aparecen a lo largo de una lectura individualizada del documento, hecha desde la lógica limitación del saber especializado, parcial e inconexo de cada cual. 

Un documento resumido y un proceder así habrían permitido contrastar los problemas y las intenciones, en vez de enfrascar a las personas consultadas en una lectura larga, pesada, difícil de seguir, de entender y de valorar, que acaba sumiéndonos en el desánimo y en la desorientación. Lamentamos que las cosas hayan sido así. Sus razones (políticas) habrá habido.

En este orden, debemos hacer constar que en su día recabamos de esa Secretaría de Estado la relación de personas a las que nos había sido solicitado este Informe, con el deseo de haber promovido un encuentro en el que haber hecho esa primera lectura común de la documentación entregada y unas valoraciones generales previas. Nunca se dio contestación a esa petición

En nuestra opinión –lo anticipamos-, estamos ante un falta evidente de voluntad de dialogo. El actual Proyecto responde una vez más a circunstancias de carácter político, que obligan al Gobierno a salir al paso de las presiones que sin duda recibe desde un mundo poderoso y organizado de fuertes intereses expectantes, difícilmente evitables, imposibles de controlar cuando no se tiene un criterio firme de los problemas ni voluntad decidida de resolverlos desde las causas que los han originado. 

La aprobación de un plan hidrológico nacional se ha ido convirtiendo en una auténtica "patata caliente" de la acción política que hay que resolver como sea, para poder decir al país: "Habemus Plan... Nuestro Gobierno ha sido capaz de formularlo". 

Tras más de veinte años de intentos baldíos (desde el ya referido Real Decreto de dic. 1979 en tiempos de la UCD) y más de quince desde que la Ley de Aguas lo hiciera preceptivo y urgente, lo de menos es ya saber si el Plan Hidrológico Nacional es o no necesario; lo importante es aprobarlo, el que sea,... ¡con tal de que contemple la puesta en marcha de los trasvases! Así lo ha expresado el ministro Matas en diversas ocasiones : "Se pueden discutir todos los contenidos de este Plan, menos la necesidad de aprobarlo".

A estas alturas, el Plan Hidrológico Nacional no es en sí mismo urgente ni necesario; no bloquea ninguna acción planificadora posible que no sea la puesta en marcha los trasvases y las transacciones de derechos concesionales entre la cuenca del Ebro y el arco mediterráneo. De hecho, desde que el Gobierno popular aprobara los Planes de Cuenca (agosto 1998) tiene facultad para emprender cualquier acción planificadora y atender los problemas planteados en cada cuenca. 

Las prisas, siempre por compañeras:
Las prisas ahora argumentadas para no conceder una moratoria que permita el análisis público de los temas más conflictivos de este Plan están condicionadas no tanto por la urgencia real de dar solución a unos problemas, como por la necesidad de cumplir unos plazos electorales cuyo incumplimiento podría ser políticamente lesivo para la rentabilidad electoral del Partido Popular. De esta suerte, ha acontecido que la planificación se ha convertido en un fin de sí misma. 

En este tipo de dinámicas vacías, ocurre que a largos periodos de estancamiento suelen suceder episodios de prisas repentinas. Documentos que la Administración ha tardado años en elaborar, de pronto son presentados a la sociedad en plazos fugaces para su análisis y alegación. Así ocurrió con la Ley de Aguas, con el Documento de Bases para la Planificación Hidrológica, con el Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional de 1993, con el borrador del Libro Blanco del Agua, con la Reforma de la Ley de Aguas de 1998,... y ocurre ahora también con este proyecto de Plan Hidrológico Nacional, con dos meses para su discusión social, sin ningún dinero ni programa previstos para articular el pretendido debate sosegado, riguroso, ilustrado, etc.,... y sin ese Libro Blanco del Agua prometido.

El diálogo ofrecido:

En los conflictos del agua, la oferta de diálogo que hace la Administración hidrológica no suele ir nunca más allá de la negociación de unas llamadas "compensaciones". Ciega en sus intenciones, no quiere entender que hay afecciones que pertenecen al mundo de los valores y que por su propia naturaleza no pueden ni deben estar en el mercado de ninguna compensación posible, aunque haya operadores dispuestos a vender y otros a comprar. En la medida que ahora su deseo es imponer el Proyecto, no pretende el Ministerio del Medio Ambiente desarrollar ningún tipo de diálogo relevante que pueda suponer una reconsideración de errores o pasos mal dados, sabedor de que su autoridad no está en el debate técnico y social de los problemas sino en la fuerza de su mayoría parlamentaria. 

Las repetidas declaraciones del Presidente Zaplana, en el sentido de "no estar dispuesto a perder el tiempo en polémicas absurdas con Aragón, dado que los trasvases previstos se van hacer, pese a quien pese", expresadas recientemente ante los medios, han venido anunciado la intención inconfesable de imponer este Plan. El ya famoso arrebato de sinceridad del Ministro de Agricultura Arias Cañete, asegurando que el Plan se habría de aprobar "por cojones", atribuyendo al Presidente Aznar la afirmación de que el trámite parlamentario sería un “paseo militar", ha venido a corroborar algo que era evidente para quienes veníamos analizando el proceso de la planificación hidrológica: la falta absoluta de voluntad de dialogo científico y técnico. 

El propio Presidente Aznar acaba de anunciar públicamente su intención de remitir el Proyecto a las Cortes Generales el Plan Hidrológico Nacional a principios del año 2001, afirmando que “este Plan supone un beneficio para muchos y un perjuicio para nadie", instando a "defenderlo con convicción, porque afecta a elementos vertebradores del Estado y refuerza la solidaridad y la cohesión entre las diferentes regiones del país” (HERALDO DE ARAGÓN, 3 dic. 2000), a la vez que nos asegura que es un plan profundamente ecológico, que está hecho con la máxima honestidad y por los mejores técnicos del país. Según el criterio del Presidente, "los únicos que ven en este proyecto un perjuicio son quienes piensan más en sus intereses particulares que en el de toda España” 

I.3.- UN POSIBLE FINAL DECEPCIONANTE QUE EL PAÍS NO MERECE
Dicho esto, se puede afirmar que el largamente esperado Plan Hidrológico Nacional -siempre anunciado como taumatúrgico-, no es otra cosa que la autorización urgente que el Gobierno quiere darse así mismo desde la mayoría parlamentaria que ostenta, para emprender la "cruzada" del reequilibrio hidrológico nacional, pretendidamente llamada a "vertebrar" un poco más el Estado, a asignar desde la cobertura legal los escasos oasis hidrológicos que quedan por repartir en este país, y a dar a la prometida de participación privada su parte esperada en los grandes negocios del agua, que son los del agua puesta en el área mediterránea. 

Con la aprobación del presente proyecto de PHN concluiría de forma lamentable la ocasión histórica de haber hecho la revolución hidrológica y medioambiental que el país necesitaba y esperaba. El Plan Hidrológico Nacional lleva camino de conocer el mismo final lamentable que tuvo el proceso planificador a escala de cuencas, cuyos planes hubo que aprobar en agosto de 1998 simplemente por incapacidad de echarlos atrás, de reconocer el error y de replantearlos todo con unos mínimos de honestidad y responsabilidad. Tras muchos años de esfuerzos, discursos, promesas, dineros y polémicas, los Planes de Cuenca hubo que aprobarlos como un simple “catálogo de ideas", sin que representen en sí mismos compromiso alguno para el Gobierno, pero que sirven para que éste se haya dado a sí mismo desde entonces la patente que le permite actuar dentro de cada cuenca en la manera que estime oportuno o convenga a sus intereses, desde la más estricta legalidad. 

La aprobación del presente Proyecto de Plan Hidrológico Nacional supondría el final decepcionante de una historia ilusionante de bien hacer que abrió el PSOE en 1993 tras la presentación al país del Anteproyecto de Plan Hidrológico Nacional, que ahora cerraría el Partido Popular al cabo cinco años de una gestión hidrológica y medioambiental marcada por un autoritarismo como nunca habíamos conocido en tiempos de la democracia. 

I.4.- DOS PERCEPCIONES DIFERENTES DE LA REALIDAD HIDROLÓGICA

Políticos y científicos ante el problema del agua:

Políticos y científicos solemos tener visiones diferentes de las realidades sociales. A los científicos nos parece que las grandes decisiones deben ir precedidas de un conocimiento relevante de las situaciones y de su dinámica; es decir, de un diagnóstico objetivo, plural y adecuado. En el caso de la planificación hidrológica ese análisis es complejo, porque se entremezclan poderosos intereses minoritarios fuertemente organizados, con derechos naturales colectivos, graves afecciones personales y territoriales a minorías, destrucción de valores patrimoniales y de calidad ambiental, que siempre son de apreciación subjetiva y no está organizados 

El método científico exige rigor en los datos de partida; la autocrítica y el análisis de los puntos débiles de las hipótesis planteadas y de las tesis formuladas son parte de él; está obligada a exponer sus limitaciones, a discernir entre lo que es realidad objetiva y lo que es interpretación subjetiva. Cuando se trata de tomar decisiones sobre cuestiones trascendentes el científico debe analizar y valorar los efectos secundarios (a veces irreversibles) de sus propuestas, con todas sus sinergias.

Cuando el análisis de las realidades es poco relevante en relación con las decisiones a adoptar, y cuando las condiciones de partida son mutables en el tiempo, la ética obliga al científico a actuar desde el "principio de precaución", es decir, a través de decisiones flexibles, elásticas, reversibles, por sucesivos pasos de ensayo y error, que eviten llegar a situaciones sin retorno. 

El político profesional, en cambio, suele ver los problemas sociales de otra manera, y en particular los del agua y el medio ambiente. Su actuación es más frívola, menos responsable, más para salir del paso. Suele carecer de visión de futuro. El futuro no le preocupa en exceso, porque piensa que es una cuestión de los que vengan detrás, y que en cierto modo la tecnología se encargará de resolver los problemas de cada momento. No piensa en las pérdidas irreversibles de valores. Su mirada se centra, en general, en la rentabilidad político/social inmediata de su acción, lo que pasa por conservar el poder como primera premisa. 

El político se sabe persona de paso, y es consciente de que las reglas del juego le permiten equivocarse. Llegado el caso, sabe también que raramente se le van a pedir responsabilidades administrativas ni penales por sus decisiones precipitadas, erróneas o incluso perversas, siempre difíciles de demostrar aunque el sentido común así las interprete. La Justicia concede a la acción política una amplia permisividad de mal hacer, porque presupone que si se equivoca, la responsabilidad es de la sociedad por haber elegido a sus políticos, dado que sus acciones representan, teóricamente al menos, la voluntad soberana de la mayoría, aunque esa voluntad jamás haya sido auscultada ni le interese auscultarla.

En la acción política hay personas específicamente destinadas a jugar un rol determinado como piezas fugaces de una estrategia. Aparecen para poner en marcha tal o cual etapa de un proyecto socialmente polémico; luego, al ser relevadas por otras personas, desaparecen totalmente de la escena, dejando de ser los "pontífices" que fueron, porque sus saberes son en verdad nulos y no interesan a nadie. Quien les sustituye, entiende que no es misión suya revisar los postulados y compromisos establecidos por quienes le precedieron. Así es como, en el caso concreto de las políticas hidrológicas se ha ido trenzando una trama de despropósitos acumulados, de dimensiones y consecuencias inimaginables, de la que nadie es ni se siente responsable. Así es como se aprobará este Plan

Podríamos relatar y analizar decisiones habidas a lo largo de la última década, algunas tan trascendentes como las del Real Decreto de la Sequía (mayo 1992),que de un plumazo, con la complicidad parlamentaria de todos los partidos y sin el menor estudio previo de las realidades, costes ni consecuencias, aprobó un paquete de actuaciones en materia de obra hidráulica con carácter de urgencia y de interés general que desde entonces ha hurtado y desvirtuado lo que se había prometido como el gran debate social del agua en España. Incluyó ese Decreto todas las grandes presas pirenaicas apetecidas, desde Itoiz (Navarra) hasta Rialb (Lérida), pasando por las del Pirineo aragonés, amén de otras actuaciones tan delicadas como la del trasvase del Guadiaro al Majaceite, y un largo etc. La figura del "interés general" en las políticas hidrológicas es de las más desafortunadas y perversas que todavía quedan en la legislación española (BEAUMONT et al, 1997, BEAUMONT 1999 y 2000).

 Elaborados desde la filosofía del "reparto" del agua, los Planes de Cuenca aprobados en agosto de 1998 contemplan las demandas de un millón doscientas mil nuevas hectáreas de regadío y un déficit hídrico general creciente, que en el momento actual debería estar ya en torno a los 6.000 hm3/año. Paradójicamente, el Plan Nacional de Regadíos aprobado por el Gobierno socialista en sus últimas semanas (Horizonte 2005) no contemplaba en 1996 una superficie a trasformar superior a 175.000 ha, sencillamente porque el país no lo puede soportar y los intereses y la obligación de la atención pública deben ir por el camino de la modernización . En términos idénticos lo confirmaría en septiembre de 1998 el “borrador oficial” del que pretendía ser el nuevo Plan Nacional de Regadíos del Gobierno popular en tiempos de la ministra Loyola de Palacio. 

En la dinámica de la irresponsabilidad, la acción política elaboró y asumió en su día (Junio 1992) el Pacto del Agua de Aragón, hoy fuente inagotable de problemas y despropósitos, base de un debate kafkiano entre el ministro Jaume Matas y el Presidente aragonés Marcelino Iglesias, que pretende la ejecución de una larga lista de embalses en Aragón no porque sean justificables y necesarios sino porque se trataría de una "deuda histórica" con la Comunidad arrastrada desde 1915 (MARTÍNEZ GIL, 1997 b). Los embalses más emblemáticos de ese Pacto (los pirenaicos) implícitamente son reconocidos como necesarios para los planteamientos trasvasistas del proyecto de PHN, aunque éste así no lo explicite . No hay otra razón que explique el empeño en saldar ahora esa deuda por la vía de la urgencia.

El Proyecto de Plan Hidrológico Nacional expresa clara y paradójicamente que las pretensiones y demandas de esos Planes Hidrológicos de Cuenca que incluyen el Pacto del Agua de Aragón, están maximizadas, y que las realidades son otras. Pese a todo, asume sus obras incluyéndolas en el Anexo II que acompañaría al texto legal. Con ese Anexo el se autoriza a llamar “nacional” a su proyecto, a la vez que le permite mantener el discurso populista de que beneficia a todos, porque todos los que aspiran a entrar en el reparto del agua ven en este Proyecto recogidas sus aspiraciones.

El comodín de la gobernabilidad:
Con frecuencia, grandes decisiones que las racionalidades del saber hidrológico, económico, ecológico, jurídico o social no pueden justificar, la acción política las saca adelante desde una razón superior y abstracta, a la que denomina "gobernabilidad". El bien hacer del saber analítico y del rigor metodológico del científico quedan así postergados a las razones etéreas del comodín de la gobernabilidad como condición suprema. El agua, un singular bien público, queda así convertida en moneda de cambio de los juegos políticos y de su connivencia con los poderes económicos. Mientras, la ciencia (hidrológica, económica, medioambiental, social, etc.) queda relegada a un puro entretenimiento intelectual que el país debe mantener (AGUILERA, 2000). 

I.5.- LOS TRASVASES COMO FIJACIÓN DE LA POLÍTICA HIDROLÓGICA 
Los avances habidos a partir de finales del primer tercio del presente siglo en la tecnología de la construcción de la gran obra hidráulica han permitido desde entonces diseñar los llamados embalses de regulación y los grandes canales de transporte que hoy en día conocemos. Aquellos (los embalses) pueden retener una parte relevante de las aportaciones totales de cada río, y estos (los canales) y llevarlas después a cualquier distancia y caudal por no importa qué orografía. No hay más limitación que el coste económico de esas obras y sus impactos medioambientales y sociales, estos últimos nunca valorados (MAIRAL, 1999). 

Con los grandes embalses de regulación y la posibilidad de crear extensas redes hidrográficas artificiales, con ríos que el equilibrio natural no quiso, han ido naciendo el orden y la moral hidrológica que ahora nos gobierna. Regiones que nunca pensaron en disponer de más aguas para su desarrollo y puesta en valor del territorio que la de sus propios recursos, se han visto en la posibilidad de demandar o incluso exigir, la importación de caudales ajenos que nunca imaginaron, más allá de cualquier consideración económica, hidrológica, social o medioambiental, desde el pretendido carácter de su "interés general", que la acción política y de gobierno, en general demasiado alegremente, son capaces de conceder (MARTÍNEZ GIL. 2000). 

En el caso español, las transferencias de caudales de unas cuencas a otras permitidas por esa tecnología han servido de inspiración a un modelo de planificación hidrológica obsesivo, llamado a resolver "de una vez por todas" los diversos y dispersos problemas del agua en un país de la extensión y pluralidad hidrológica del nuestro: los trasvases (MOPTMA, 1993: Exposición de Motivos del APHN. MARTÍNEZ GIL,1993 b).

Los grandes trasvases han sido la columna vertebral de una idea fija: la recomposición de un equilibrio hidrológico nacional que nunca existió. Para justificarlos no se ha dudado nunca, ni antes ni ahora, en apelar a la "solidaridad interregional", a un reparto del agua "más justo", a la coherencia general,... y la”vertebración” del Estado, mezclando intereses, valores y principios morales que nada tienen que ver con el problema. Hoy, en la realidad hidrológica y social de la España del año 2000, los grandes trasvases son actuaciones hidráulicas osadas, económicamente costosas, de difícil sostenibilidad, de efectos imprevisibles, de escasa reputación científica, socialmente conflictivas, medioambientalmente duras, irreversibles,... que el simple sentido común y el "principio de precaución" consideran arriesgadas. En sí mismas son una aventura económica a escala de país, capaces de instaurar deseconomías públicas importantes, y sumir a las propias comarcas receptoras en unas dinámicas de autodestrucción imparable. Existen importantes experiencias negativas que así lo certifican; una de ellas ha sido la realidad murciana, un tema tabú del planificador. 

Los grandes trasvases son actuaciones que pueden desencadenar efectos secundarios de todo orden, tanto en las zonas desposeídas de sus caudales que ven anegados sus territorios, como en las receptoras, cuando el pretendido desarrollo económico a cualquier precio es llevado más allá del sentido común, que por desgracia siempre es un sentido subjetivo, elástico y manipulable.

En las zonas receptoras, los nuevos caudales pueden contribuir a alimentar peligrosas espirales de insostenibilidad, enquistar el descontrol administrativo, destruir a corto plazo las señas de identidad del territorio y de las personas, presas de la voracidad del dinero fácil que promueve la llegada de esas aguas, sea para una agricultura de alta productividad y oportunidad de mercado, sea para la especulación urbanística (INFORME SEMANAL DE TVE, sobre la comarca de El Egido. Sept. 2000). Las consecuencias de esas dinámicas no han sido hasta el presente estudiadas con la atención que merecen desde los saberes de la sociología y la antropología humanas, que en este tipo de conflictos pueden aportar conocimiento y capacidad reflexión (FORO CÍVICO EUROPEO, 2000, DEL MORAL, L. y ESTEVAN, A. 2000). 

El hoy ex-ministro José Borrell afirmó en su día que “los trasvases habrán de ser la última medida a adoptar en la resolución de los problemas de la demanda de agua en el litoral mediterráneo, porque son actuaciones de ejecución cara, llenas de imprevisiones técnicas, largas de ejecutar, costosas de mantener, medioambientalmente duras, generadoras de conflictos sociales y enfrentamientos no deseados entre comarcas, capaces de abrir heridas generacionales difíciles de restañar...”. Los trasvases son soluciones rígidas, irreversibles, que crean dependencias. Dijo también que “sólo deben ser planteados bajo circunstancias especiales, de extrema necesidad, cuando todas las demás alternativas hayan sido razonablemente agotadas”. Lo dijo en diversas ocasiones. Entendemos que era el dictado de su simple sentido común el que hablaba, más allá de los condicionantes políticos y sociales. 

La experiencia del único gran trasvase realizado hasta el presente en España de magnitud comparable al ahora proyectado -el del Tajo/Segura-, es una lección que obliga a una reflexión inexcusable. Lo mismo ocurre con el trasvase del Ter a Barcelona. Pese a todo, sus consecuencias negativas apenas han sido analizadas, envueltas siempre en una conspiración de silencio oficial (MARTÍNEZ FDEZ. et al. 2000). Invitan también a la reflexión los intentos fallidos de otros dos grandes trasvases del Ebro proyectados en los años setenta: el de Barcelona (1.400 hm3/año) y el Sagunto (750 hm3/año) que la Administración hidrológica consideró extremadamente necesarios y urgentes, so pena de gravísimas consecuencias, que afortunadamente no hubo necesidad de afrontar.

En los mismos términos que el ministro Borrell se expresó más tarde la comisión técnica europea encargada de redactar el borrador de lo que habría de ser la Directiva Marco sobre Políticas del Agua, que quiso limitar la ejecución de los trasvases intercuencas precisamente a las situaciones de "extrema necesidad", cuando todas las demás alternativas hubiesen sido razonablemente agotadas. Iniciativa que vetó el propio Gobierno español (Partido Popular), a pesar de que poco antes con esas mismas palabras se había expresado la ministra de Medio Ambiente, Isabel Tocino. El problema está, por tanto, en quién decid, y en base a qué objetividad e independencia de intereses, cuándo los trasvases representan, en efecto, la única alternativa razonablemente posible a unos problemas razonablemente objetivados. 

I.6.- LA MORAL HIDROLÓGICA DOMINANTE 
Quienes trazan hoy en día las políticas del agua para la España del siglo XXI parecen haber olvidado no sólo las reflexiones y experiencias arriba referidas, sino también la propia ética hidrológica del Libro Blanco del Agua en el que supuestamente deberían estar inspiradas, que en su parte doctrinal es un largo y fervoroso cántico a esa hidrología madura que hemos convenido en llamar "la Nueva Cultura del Agua" (MARTÍNEZ GIL, 1997 a), es decir la gestión del bien público que es el agua desde el respeto a las funciones que desempeña y a los valores ligados al territorio y a las personas, desde la gestión de la demanda, el control del consumo, el uso eficiente, la participación social, etc.

Más allá de la retórica obligada, consideran nuestros planificadores anónimos que en un país de la realidad hidrológica y social como la española, el agua es simple y llanamente un recurso productivo que hay aprovechar por principio, porque es bueno para el interés general y porque de una forma u otra contribuye a generar riqueza. Consideran que al agua y los ríos descontextualizados de su valor holístico, de las funciones de vida, ambientales y de equilibrios que desempeñan allí donde están. Continúan inmersos en actitudes que tras la presentación del borrador del LBAE suponíamos oficialmente superadas. Hoy este Plan es un paso atrás, un retorno al viejo paradigma de la oferta del recurso como forma todavía actualizada de hacer política hidrológica en la España del año 2000. 

Los ríos siguen desvinculados del territorio, del que forman parte esencial y hasta cierto punto indivisible; quedan desposeídos de sus simbolismos y de los sentimientos y valores de identidad territorial y memoria que representan; sólo son kilowatios y negocios, potencial especulación urbanística en la costa mediterránea, baza de los juegos y chalanerías de la acción política. 

Los valores medioambientales y culturales son minimizados. Las hipotecas sobre las expectativas de desarrollo que ofrecen los ríos allí donde están -posibilitando usos locales diferentes a los del regadío o la producción hidroeléctrica, generando bellezas y ofreciendo disfrutes escénicos y lúdicos para una sociedad que los necesita,... no son ponderados; son simplemente "compensables". La imagen del sufrido regante -sea murciano, levantino o aragonés-, vuelve a ser manipulada como mesa petitoria ante una sociedad que todavía vive anclada en el tópico y en el mito, que piensa que los dineros públicos de las grandes obras son pólvora real, que no pueden tener otros destinos sociales más justos y perentorios.

No valoran quienes hoy trazan las políticas del agua y quienes las defienden, el dolor y la impotencia que siembra en la población afectada la construcción de grandes embalses cuando van acompañados del drama de la expropiación y del desalojo forzosos de gentes que quieren seguir viviendo en su territorio, en el que llevan siglos o milenios implantados, defendiéndolo y cuidándolo, sobreviviendo a aislamientos, invasiones, olvidos, emigraciones y adversidades del destino, de la historia y de los hombres. Ha tenido que llegar la democracia para que en nombre de un etéreo interés general se les exige a esas gentes su autoinmolación y la de sus propios territorios, sin otra arma de resistencia que el reducido número de sus de votos. De ellos acaba de decir el Presidente Aznar "que piensan más en sus intereses personales, que en los de toda España". 

"Nadie que no haya visto en directo el dantesco espectáculo de un pueblo emergiendo de las aguas al cabo de los años, podrá saber jamás cuánta desolación esconden en su fondo los pantanos. Nadie que ahí no tenga sus recuerdos, sus raíces ni su casa será capaz de imaginar cuánto dolor quedó enterrado para siempre en estos cementerios que se pudren en silencio bajo el agua (J. LLAMAZARES: La lluvia amarilla).

Hay en la historia de esas actuaciones autoritarias gentes mayores que han muerto de pena en las ciudades a donde se les desplazó, y otras que llegaron incluso a suicidarse de impotencia. Casi todas las personas que han padecido tales situaciones han vivido desde entonces en una quiebra moral permanente que les acompaña hasta la tumba; son gentes marcadas por abusos que nunca imaginaron en un estado de derecho (GRACIA, J. y SANTOS, J.Mª, 1998). 

Hemos llegado a un punto tal del despropósito colectivo en las políticas hidrológicas que reclamar un poco de belleza del territorio y de sentido común, al exigir justificación y transparencia a los proyectos hidráulicos, respeto al ser humano y a los procedimientos administrativos y legales, equivale a ser tachado de "ecologista", dicho esto en la acepción que se sabe tiene el en determinados sectores por lo que implica fundamentalista, de enemigo del progreso, de libertino, ácrata,... y demás epítetos, pese a que en otros momentos el término pueda ser manipulado en sentido contrario: 

"Si no existiera un movimiento ecologista que planteara críticas, aunque a veces con cierta desproporción entre causa y efecto, seguramente seguiríamos cometiendo barbaridades" (Borrell, entrevista en Quercus 10/1193). "Si el movimiento ecologista no existiera en España, habría que inventarlo" (Matas, 2000 en el Programa de TVE 2 Parlamento, Nov. 2000). 

Este es el juego de la doble moral que impregna hoy en día a las políticas hidrológicas en general y al Ministerio de Medio Ambiente en particular, desde que fuera creado. Esta es la cruz que debe soportar quien se siente en la obligación de hacer pública su llamada de atención a una dinámica inmoral y manipuladora, que disfraza los intereses de unas minorías y sus asaltos al bien ajeno, de "interés general", de "progreso colectivo",... cuando no de patriotismo. En aras de ese progreso se está desvinculando al individuo día a día de sus raíces, se despersonaliza su territorio y se expulsa de él a la población rural. A la vez se proclama la preocupación socio/cultural que esa deserción del territorio representa. 

Sabido es que los grandes embalses introducen importantes factores de riesgos para las poblaciones situadas aguas abajo, cada vez más considerados y temidos. Hay una ética y un bien hacer al respecto internacionalmente consensuados, que deben ser respetados a la hora de buscar el emplazamiento de un determinado gran embalse. A nadie se le puede poner -y menos en la España hidrológica del Año 2000-, en la tesitura de vivir al pie de una presa o de emigrar. Nadie en buena lógica desea vivir o instalar sus negocios a los pies de un gran embalse ni junto a una central hidroeléctrica. Por esta razón y otras más, la presencia de un embalse acaba estigmatizando de hecho a las comarcas y a las gentes obligadas a acogerlos.

No queremos con esto decir que los trasvases o los grandes embalses sean actuaciones rechazables en sí mismas. En absoluto. Todo depende de las circunstancias de necesidad, falta de alternativas y costes sociales, medioambientales, económicos y culturales en juego, sabiendo que hay derechos humanos mínimos de las minorías que nunca pueden ser violados, porque son precisamente la grandeza de una democracia. 

No es lo mismo detraer 1.050 hm3/año del Amazonas que hacerlo del Ródano que tiene (este último) una aportación natural cuatro veces superior a la del Ebro, y una aportación real quince veces mayor. No plantean el mismo problema los trasvases inferiores a 5 hm3/año que contempla este Proyecto, a los que el texto articulado de Ley denomina "transferencias de pequeña cuantía", que los 190 hm3/año del Noguera Pallaresa en el embalse de Talarn, o los 1.050 hm3 del Ebro cerca ya de su desembocadura. 

Otro tanto podríamos decir de los embalses, que no son buenos ni malos "per se". Pero no es lo mismo inundar un valle principal pirenaico que dos barrancos laterales o la construcción de unas grandes balsas en las propias zonas de regadío capaces de hacer el mismo servicio. Lo que ocurre que esas alternativas no suelen generar expectativas de producción hidroeléctrica, a las que los grandes sindicatos de riego no son indiferentes, ya que ellos mismos suelen ser en general también productores hidroeléctricos y no renuncian a ninguna oportunidad de ampliar sus patrimonios. Esos intereses hidroeléctricos de los grandes sindicatos de riego están en gran medida en la base de conflictos como el de Santaliestra, recrecimiento de Yesa, embalses Biscarrués y Jánovas del Pirineo aragonés

En esa realidad hidrológica de la España del Año 2000 –el país del mundo con mayor número de grandes presas por millón de habitantes, en el que el nivel de eficiencia en los sistemas de distribución y uso del agua, sean urbanos o agrarios apenas alcanza el 40%-, es ya muy difícil justificar desde las cuentas hidrológicas, económicas, sociales y medioambientales la ejecución de una gran presa, tanto más cuanto queda un inmenso camino por recorrer en el uso eficiente del agua, en el ahorro, en la redistribución de sus usos, en el mercado concesional que la Ley ahora permite, etc. 

Lo mismo ocurre en relación con los trasvases planteados, que bajo ningún concepto representan la última solución posible a unos problemas siempre mal diagnosticados, globalizados en lo abstracto de lo general, cuyas alternativas posibles apenas han sido valoradas, por manifiesta falta de voluntad.

I.7.- LA NEGACIÓN DE LAS ALTERNATIVAS 
Las alternativas a los grandes proyectos hidráulicos no suelen interesar a los políticos ni a los grupos económicos organizados que viven de esas obras y de lo que en torno a ellas se mueve y se reparte. Las alternativas son menos triunfalistas, exigen mesura y cuestan más dinero al beneficiario, que aspira siempre a que los costes los pague la sociedad. 

Las alternativas suelen ser actuaciones más modestas que imposibilitan el montón de negocios que se generan en torno a una gran obra hidráulica: tales como proyectos técnicos, reformado de proyectos, alternativas a los proyectos, alternativas de las alternativas, estudios de reconocimiento del terreno, levantamientos cartográficos, obras de ingeniería, reformados de obra, mejoras de proyecto, ventas de cemento, maquinaria y materiales de obra diversos, comisiones, subcontratas, ventas de energía, producción hidroeléctrica, nuevas concesiones, generosas cancelaciones de pequeños saltos hidroeléctricos, compensaciones por afección al régimen de turbinado, nuevas empresas de distribución y gestión del agua, depuradoras, clientela local durante los años de las obra para hoteles, bares, comercios y el alquiler de pisos, mano de obra eventual, etc.

I.8.- PODERES FÁCTICOS CONDICIONANTES
De la mano de la moderna obra hidráulica han ido surgiendo en España dos grandes lobbies económicos y de poder, actores relevantes a la vez que anónimos, de los conflictos sociales del agua. Apenas se les oye, pero están siempre presentes en las esferas de decisión de los gobiernos con independencia de su color. Son agentes poderosos, capaces de influir ante la Administración en la forma de percibir, entender y abordar los problemas del agua, dictando las políticas hidráulicas oficiales.

En ocasiones, esos poderes fácticos pueden llegar a instalarse en la propia Administración, convirtiéndose en promotor, juez y parte de los conflictos. Desde la Secretaría de Agua y Costas del MIMAM se impulsó en la pasada legislatura la aprobación de los Planes Hidrológicos de Cuenca, se crearon las Sociedades Estatales del Agua (hoy todavía inoperantes) y se reformó por procedimiento de urgencia la Ley de Aguas, que habría de permitir el mercado concesional y la creación de los "bancos del agua". Se redactaron las conclusiones del borrador del Libro Blanco del Agua, en incoherencia total con la línea argumental del Libro. Se aprobaron y se sacaron a licitación en las últimas semanas de la legislatura obras conflictivas, con impactos medioambientales inasumibles que los propios técnicos evaluadores funcionarios del Ministerio se negaron a firmar en positivo, pese a las presiones recibidas, debiéndolo hacer la acción política 

Desde esa Secretaría de Estado fue suprimida el Área de Vigilancia y Seguridad de Presas sin sustituirla por nada a cambio, de forma que la vieja figura del "inspector de presas", capaz de poner cierta mesura en determinados proyectos bajo su propia responsabilidad penal, desapareció, y con ello la garantía de un posible bien hacer ante los riesgos que representan para la población las grandes obras hidráulicas. Se puso en marcha de forma acelerada un giro trascendente en la gestión del agua en todo el país que interesa sobremanera a los grandes poderes, porque apostaba por la intervención privada y por la desarticulación de la Administración y su funcionariado de carrera. 

En suma, en esa legislatura se asentaron los pilares de un gran cambio hacia la privatización de un bien tan estratégico para un país como es el agua . Hoy, en la segunda legislatura, tras la renovación del alto personal de esa Secretaria de Estado, el presente Plan es un gran paso adelante en ese cambio, y corresponde a los nuevos actores (los anteriores han desaparecido de la escena) continuar la obra, eludiendo revisiones pasadas que dicen no les corresponde. 

I.9.- LA REGENERACIÓN PREVIA DE LA MORAL HIDROLÓGICA

Esperábamos que el relevo de actores políticos habido en el Ministerio de Medio Ambiente al iniciar la segunda legislatura -autodefinida desde el primer día como la legislatura del “diálogo"-, habría de ser la ocasión para emprender (al fin) ese giro que las políticas del agua vienen necesitando y predicando desde hace más de dos décadas; el giro que el discurso del borrador del Libro Blanco del Agua en España contemplaba y prometía.

Era la rectificación que esperábamos, acorde con el discurso de José Mª Aznar cuando era oposición, que prometió la creación de un ministerio del Medio Ambiente para preservar y salvaguardar los patrimonios de naturaleza del país, en razón del respeto y significado profundo que esos valores tienen en las modernas sociedades del estado del bienestar. Dijo que las futuras políticas en medio ambiente del Gobierno popular habrían de estar, cuando menos, a la altura de las los países más avanzados en estos temas, concebidas para crear un país habitable y no de supervivencia, en el que la calidad ambiental fuese un signo de distinción, un activo social, que habría de reconocer los valores culturales y de bienestar de los paisajes, las costas y los ríos, poniendo fin a tanto desorden generado en gobiernos anteriores, incluso con el dinero público (AZNAR, 1995).

Hoy vemos cómo la etapa de Isabel Tocino y de su Secretario de Estado Benigno Blanco no fue un error (en el sentido de que fueran personas nombradas sin el talante, saberes específicos y sensibilidades requeridas para el giro histórico anunciado) sino una operación calculada.

Nada más lejos de las filosofías anunciadas en el "borrador" del Libro Blanco del agua que este proyecto de Plan Hidrológico Nacional, en el que toda la política de defensa de los valores del patrimonio hídrico fluvial queda relegada a un vacío Artículo 25: 

"El Consejo de Ministros, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente, oídas las Comunidades Autónomas afectadas, podrá reservar determinados ríos, tramos de ríos, acuíferos o masas de agua para su conservación en estado natural. La reserva podrá implicar la prohibición de otorgar autorizaciones o concesiones sobre el bien reservado" (Punto 1)
 El planificador sigue sin entender y desconoce sin duda, la oferta de bienestar social y las economías que pueden llegar a generar determinados tramos de ríos y valles ahora condenados a ser anegados bajo las aguas de los embalses contemplados en este Plan Hidrológico Nacional. Estamos hablando de economías nada despreciables, que son la base más sólida para el deseado asentamiento poblacional de comarcas enteras y la puesta en marcha de proyectos de desarrollo sostenible capaces de traer dineros e ilusiones, como ha ocurrido ya en el alto Noguera Pallaresa en el tramo de Sort, Llavorsí, Esterri d'Aneu, orgullo de una sociedad del bienestar. O como está ocurriendo en el Sella, aguas abajo de Arriondas.

Por eso, proyectos como los de la presa de Biscarrués en el río Gállego y el de Santaliestra en el Ésera que nos son especialmente conocidos, no hemos dudado en calificarlos públicamente de "vandálicos". No responden a la realidad de los objetivos que los pretenden justificar, no son urgentes, atentan contra los derechos inviolables de las gentes, y destruyen ofertas relevantes y lugares de bienestar y disfrute públicos que ya tienen un uso social y un destino,... aunque no tengan concesión (Serie "Informes". Bakeaz (ed.): 1997/1 Biscarrués, 1997/2 Santaliestra, 1998/6 Jánovas, 2000/7 Yesa, y 2000/8 Los trasvases del Ebro...).
Si las gentes de Erés, Biscarrués, Santaliestra, Perarrua, Besians, Artieda,... y todo ese mundo de personas que ha montado sus formas de vida en torno a las aguas bravas de espacios fluviales ahora condenados a ser sepultados bajo las aguas,.. y si las gentes de Graus, Sangüesa, Aoíz, Salas de Los Infantes, etc. obligadas ahora vivir a los pies de una gran presa, ignorantes del riesgo que les hacen asumir a perpetuidad, en vez de ser los nativos que llevan siglos o milenios implantados en sus valles a la orilla de sus ríos, fuesen ecuatorianos, senegaleses, guineanos o negritos africanos en general, esos proyectos que expulsan a las gentes, que despatrimonializan y despersonalizan el territorio, que destruyen formas de vida legítimas, etc., ni siquiera serían ahora planteados. El Gobierno sería inmediatamente acusado de xenófobo.

Las políticas trasvasistas de obras de este Plan están muy alejadas de la ética que habla de la cultura del agua, de los valores, la grandiosidad e inviolabilidad de sus funciones planetarias, de vida y de respeto a los valores ambientales que de ella dependen, y del medio natural como elemento de calidad de la vida de los ciudadanos, etc. Son políticas de huida hacia adelante, de tierra quemada.

La política trasvasista de este Plan viola el respeto a la unidad funcional de las cuencas hidrográficas consagrado como principio en la Carta Europea del Agua en 1965, enfatizado recientemente por la Directiva Marco sobre Políticas del Agua, que extiende su ámbito hasta las aguas litorales influenciadas por los aportes de los ríos, incluyendo las pesquerías de bajura, la acuicultura marina y la salubridad de las playas. 

En resumen, este Plan es conceptualmente regresivo, en el sentido de que sigue sin superar lo que hace ya tiempo debería ser una etapa olvidada: la de la oferta del recurso, para dar paso a la etapa de su uso eficiente, de la gestión de la demanda y de la protección de la calidad del agua y los ecosistemas y bienestares que de ella dependen (AGUILERA, 1997). Incumple la obligación moral y el deber social de proteger los valores medioambientales de determinados ríos o tramos en razón de sus biodiversidades, de su singularidad escénica o, simplemente, por el derecho que tienen los ciudadanos a al disfrute lúdico.

Ignora este Plan que la Constitución española reconoce esos valores escénicos y lúdicos como una necesidad para el desarrollo armónico de la personalidad humana. En las sociedades del estado del bienestar que hemos creado, las personas vivimos cada día más atrapados por el estrés, y más alejados de las bellezas y las sensaciones placenteras y benefactores que trasmite una Naturaleza sana. "El estado de los ríos es el mejor termómetro de la calidad ambiental de un país, de la salud de sus ecosistemas y de la sensibilidad de los ciudadanos hacia el mundo de los valores naturales", afirmaba el hoy más que nunca llorado Profesor de Ecología, GONZÁLEZ BERNÁDEZ (1989).
Hoy se impone la necesidad de una nueva moral pública y política del agua y del medio ambiente con ella relacionado, que abogue por la participación de la sociedad civil en la valoración de los problemas y en la toma de decisiones, capaz de reconocer el derecho del ciudadano a escuchar un debate profesional de los problemas, para poder formar así su propio criterio.

La propaganda institucional:

 La nueva moral hidrológica debe ser capaz de desterrar la propaganda institucional millonaria, que a través de los medios y con el dinero público está haciendo una promoción ideológica de este Proyecto desde una visión muy deformada de los problemas y de las soluciones posibles. En cualquier caso, es la visión parcial de una realidad, con la que discrepa un amplio colectivo de científicos y técnicos de saberes acreditados. Los favores económicos que dispensa esa propaganda a quien la publicita, restan libertades a los medios. Nunca en etapas de gobierno anteriores se había conocido una situación semejante. Es la negación del debate y la racionalidad; el control del pensamiento.

La propaganda institucional que está padeciendo en este tema la sociedad española es una práctica peligrosa que debe ser denunciada ante el Defensor del Pueblo como un abuso de poder. Las ideas se defienden con ideas, desde la mayor igualdad posible de oportunidades.

Somos conscientes de que será difícil que algún día las cosas del agua sean gestionadas desde otra forma y otra ética, en las que los ríos sean gobernados por principios diferentes a los del interés organizado en complicidad con la acción administrativa y política, desde el debate científico y humanístico, desde la información plural y el rigor. Sin embargo, la trascendencia de los valores en juego nos obliga a ser utópicos, y creer en la posibilidad de un compromiso social en el que tenga cabida un código ético de valores ambientales mínimos a respetar, tal como ocurre con otro tipo de valores patrimoniales, como son los del arte y la cultura. 

Hoy nadie se imagina la posibilidad siquiera, de que un gobierno por muy autoritario que fuese llegue a plantear un día la necesidad de "trasvasar" la Alhambra a Palma de Mallorca en razón del número de visitantes y un mayor "aprovechamiento" económico del monumento, compensando a la ciudad de Granada, por ejemplo, con la construcción de un metro. Tampoco se plantea nadie la posibilidad de que un gobierno de mayoría llegase a vender tamaño patrimonio a algún jeque árabe que pudiera ofrecer por ella tropecientos billones de pesetas para llevársela a su país; ni trocearla en alguno de sus elementos principales para distribuirlos después por el resto del Estado en razón de que (al igual que ocurre con el agua de los ríos) la Alhambra es un bien público capaz de generar riqueza. La Alhambra es de todos, sí,...pero allí donde está, en Granada, cumpliendo sus funciones de historia y cultura. 

Los ríos, la parte testimonial que queda de lo que fueron y no son en la realidad de la España del Año 2000, deberían ser objeto de una protección especial. Este Plan debería tener un Anexo III que incluyera un listado de tramos concretos de ríos a proteger en razón de sus biodiversidades o por el simple derecho al disfrute escénico y lúdico, tan prolijo como el interminable listado de obras del Anexo II. Un Ministerio de lo Medioambiental debería trocar el Anexo II por un Artículo del proyecto de Ley que dijera algo así como:

"El Ministerio de Medio Ambiente, con el fin de proceder a una mejor gestión del agua y aprovechamiento de los recursos, dentro del máximo respeto a los valores medioambientales a que obliga su gestión, establecerá una lista de obras de regulación que un sistema global de consulta a la sociedad estime pertinente, que sirva de referencia general a los Organismos de cuenca para la propuesta de ejecución de esas obras, desde criterios de eficiencia hidráulica, económica y social, incluidas las obras que puedan servir para reforzar los trasvases ahora planteados, y los que se puedan plantear en el futuro, para seguir equilibrando hidráulicamente el territorio y corregir sus déficit estructurales".

El actual Ministerio del Medio Ambiente no es sentido por la sociedad como el garante del respeto a determinados valores del territorio que teóricamente debería ser, sino la estructura de gobierno adecuada para justificar la viabilidad y el carácter de interés general de determinados proyectos sobre los que pivotan grandes intereses privados, que utilizan la naturaleza y bienes públicos como el agua, el aire, los paisajes, etc., al servicio de un modelo de desarrollo de auténtica tierra quemada, deshumanizado, que lejos de proteger el territorio y a las personas que lo habitan, despatrimonializan y despersonalizan, con unas políticas que entre nosotros carecen ya de justificación científica y moral.

HI.10.- UN PLAN EXCLUSIVAMENTE TRASVASISTA

El proyecto de Plan Hidrológico Nacional que se nos ha sometido a valoración es exclusivamente trasvasista. No es siquiera un proyecto hidrológico, ni tampoco es nacional. Es simplemente un proyecto “hidráulico” para trasvasar agua del Ebro unas determinadas zonas de la franja mediterránea. La documentación técnica de los cinco tomos entregados solo habla de trasvases. Con el texto articulado del proyecto de Ley ocurre otro tanto, excepción hecha de cuatro referencias generales, inocuas y obligadas, a los temas de gestión y conservación. Sobrentienden tal vez sus autores (que no sabemos quienes son) que los problemas del agua no vinculados a los trasvases están ya suficientemente contemplados en los respectivos Planes de Cuenca. 

La filosofía planificadora que inspira a este Plan se limita a poner en marcha la vieja idea de trasvasar aguas del Ebro al litoral mediterráneo, arrastrada desde la España del año 1940. La detracción ahora prevista (1.050 hm3/año) representa una sangría muy relevante para el estado de salud en el que se encuentran el tramo bajo del Ebro, su delta y el propio litoral, fuertemente degradados por la instalación en su día de grandes presas en toda la cuenca, que impiden el flujo de los caudales sólidos al mar, así como por la contaminación agraria, pecuaria, urbana e industrial de 85.000 km2 de superficie hidrográfica, además de la degradación debida las grandes detracciones de caudales para atender las necesidades consuntivas de las más de 700.000 ha de regadío que existen en la cuenca. 

Sólo los destinos oficiales de las presas de Itoiz, Rialb y a las contempladas en Pacto del Agua de Aragón representan un ampliación de la superficie regada en más de 300.000 ha, con nuevas e importantes detracciones de caudales que traerán consigo una mayor desregulación del régimen natural del Ebro y sus afluentes, el consiguiente aumento de la salinidad, contenidos en nutrientes y pesticidas en el tramo final del río a las que se sumarían las 500.000 nuevas hectáreas contempladas el Plan de Cuenca 

En su tramos medio y bajo el Ebro en época estival tiene un aspecto deplorable; no es infrecuente verlo en el azud de El Bocal (Tudela) seco, sin flujo, tras la sangría de los grandes canales de riego de Lodosa (22 m3/s), Tauste (11 m3/s) e Imperial de Aragón (30 m3/s), entre otros. Otro tanto ocurre en el azud de Pina, aguas abajo de Zaragoza, donde tampoco es infrecuente ver cómo las aguas no llegan a saltar por el azud al final del estío. Pese a todo, la imagen que se sigue trasmitiendo al país del Ebro es la del río más caudaloso de España, símbolo de la abundancia y lo infinito. 

Los principales tributarios del Ebro –los ríos pirenaicos-, buena parte del año (la que va desde el verano hasta las lluvias del otoño/invierno) suelen estar secos; se los puede cruzar de piedra en piedra "con los zapatos de los domingos" puestos, sin miedo a mojarlos. A lo largo de largos tramos que se van sucediendo como un continuo, los cauces de esos ríos están secos mientras sus aguas circulan por generosos canales para la producción hidroeléctrica. En función de las demandas diarias del mercado, la explotación hidroeléctrica llega a cortar durante horas todo el flujo circulante por esos ríos o, por el contrario, crea importantes crecidas de suelta de caudales turbinados. Por esta razón, es situación generalizada las riberas de los cauces pirenaicos orladas de letreros que en nombre de la Confederación Hidrográfica del Ebro indican: "Es peligroso permanecer en el cauce. Subidas rápidas del nivel del agua". Las gentes no sólo han sido desposeídas de las aguas de esos ríos, con sus magias, inservibles para otras actividades autóctonas muy boyantes como son las derivadas de las aguas bravas, sino también despachadas de sus espacios y riberas. No son infrecuentes los accidentes, con muertes incluso, de gente inocente, causados por esa situación.

Lo mismo ocurre con los ríos de los sistemas de montaña de toda España, y con los grandes ríos/territorio como el Miño/Sil, que ha convertido en un rosario de cementerios privados de aguas muertas lo que antaño fue parte esencial del alma gallega, cantada por Rosalía de Castro. Hoy, el asalto a lo poco que queda de ese patrimonio público en Galicia, como puedan ser los ríos Umia y Ulla, es todavía objeto de un apetito voraz del interés privado que no conoce límites, amparado por un cúmulo de irregularidades administrativas flagrantes que los jueces no parecen muy dispuestos a atajar. 

Las detracciones para los trasvases ahora proyectados en la cuenca del Ebro representan una vuelta de tuerca más a un sistema natural que vive ya en precario. En el caso del Ebro esas detracciones suponen una nueva presión y una clara amenaza a la pervivencia de unas economías y unas culturas del tramo bajo y de su delta basadas en el cultivo del arroz, en las pesquerías del marisco y en la producción mejillonera. Las detracciones del trasvase proyectado van a dañar la imagen de calidad de un medio natural y un entorno en los que se ha desarrollado una importante actividad turística de playa, mar, biodiversidades y paisajes singulares, en permanente expansión (IBÁÑEZ et al, 1999). Esa afección será especialmente relevante en las series de años hidrológicos consecutivos situadas claramente por debajo de la media. Está, además, la quiebra moral que ese trasvase supondría sobre las gentes del sur de Cataluña ante lo que entiende que es un claro abuso a expensas de las esencias de su territorio, que ellos mismos las sitúan más allá de cualquier compensación.

I.11.- EL ASALTO HIDROLÓGICO AL PIRINEO: OBJETIVO RECURRENTE 

Un viejo problema: la dignidad en juego:

Pese a la gravedad del conflicto social que este proyecto de PHN genera en el delta del Ebro, el conflicto social más relevante, el más dramático, es la afección a las zonas pirenaicas, principalmente las de Aragón. El Proyecto incluye de forma implícita la necesidad de ejecutar nuevos grandes embalses en el área pirenaica aragonesa, los del Pacto del Agua, desde una política ambigua y retorcida.

Ocurre que en los valles pirenaicos hay ya una larga historia de afecciones, privatización de patrimonios públicos y pérdidas de expectativas de desarrollo económico comarcal causadas precisamente por políticas hidráulicas autoritarias pasadas, cuyos daños morales están aún muy vivos en la mente de las personas. Esas actuaciones han sido la causa de una profunda quiebra moral colectiva, que ahora empieza a ser superada desde un movimiento social que se ha propuesto recuperar la moral y la dignidad perdidas. Es un movimiento que afecta a todo el Pirineo en bloque, que dice basta de abusos y que sólo pide una moratoria para que las cuentas sociales, económicas y medioambientales que justifican esta nueva oleada de embalses, sean expuestas ante la sociedad con luz y taquígrafos.

Esas gentes reclaman los oportunos estudios de impacto social, que van más allá incluso de los impactos puramente ambientales, porque son más graves si cabe (MAIRAL y BERGUA, 2000). Son gentes que han conocido el desalojo de sus casas y/o de sus tierras, la desarticulación de sus comarcas, la amputación de buena parte de su historia y de su identidad colectiva, la despatrimonialización y la despersonalización de todo su país: el Pirineo. Son absoluta mayoría en su tierra. Saben que cuentan con el apoyo de un amplio mundo de científicos, políticos y gentes de los medios que con un mínimo de sensibilidad y libertades se ha acercado a ver el lado humano y medioambiental de su conflicto. Cabe incluir aquí a la actual Vicepresidenta de la Comisión Europea, Loyola de Palacio (declaraciones a Heraldo, 9 de Julio 2000) y al premio Global 500 de Medio Ambiente de UNESCO (año 2000), el periodista de la COPE, Carlos de PRADA.

Sienten las gentes del Pirineo que su territorio está ya muy diezmado, y que la mayor parte de su patrimonio natural han sido enajenada. Sus, que fueron la parte más genuina de una identidad territorial, hoy ya casi no existen, domesticados y convertidos en un número incontable de fábricas de electricidad, hoy adquiridas por un gran lobby de poder. Ven también cómo las actuaciones hidráulicas pasadas han hipotecado formas de desarrollo económico que ahora serían ilusionantes, retendrían y atraerían a la juventud, y asegurarían el futuro del territorio desde la sostenibilidad. 

Nada de todo ese importante problema social es referido en el actual proyecto de Plan Hidrológico Nacional; como si no existiese. Pretende ser ignorado, a pesar de ser la razón que de forma más o menos “manipulada” fue capaz de sacar el 8 de octubre pasado en Zaragoza cerca de 400.000 personas a la calle. En las Tierras Bajas del Ebro son 20.000 las personas que sistemáticamente se manifiestan defendiendo la integridad de su territorio en manifestaciones colectivas sin precedentes. Y lo mismo ocurre en el Pirineo aragonés. Esas gentes representan la abrumadora mayoría de su territorio.  

Existe en buena parte de España un sentimiento social emergente que entiende que los trasvases proyectados por este Plan no responden a unas necesidades objetivas de agua en el litoral mediterráneo, sino a una compleja trama de intereses encubiertos, no confesados ni confesables, de un mundo organizado que utiliza y deforma en beneficio propio las realidades. 

Las gentes más directamente afectadas entienden que la Administración medioambiental nacida para ponderar intereses contrapuestos de los diferentes sectores de la sociedad desde la protección de los valores del agua, impidiendo actuaciones destructivas innecesarias, no está ejerciendo las funciones que teóricamente le han sido encomendadas ni actúa acorde con el espíritu ni la letra de la reciente Directiva de la Unión Europea sobre Políticas del Agua. Esa Administración sería la responsable de haber desvirtuado y anulado la conquista social que en su día fue la obligación normativa de evaluar medioambientalmente los proyectos hidráulicos, desde el saber, la sensibilidad y la participación. 

Hoy la normativa europea ha sido convertida en España sin el menor pudor en un mero trámite administrativo a merced de los intereses en juego. Por eso, la mayor parte de los grandes proyectos hidráulicos están en los Tribunales de Justicia, que algo tendrán que proveer para poner coto a una política abusiva de la Administración basada en la creación de situaciones de hechos consumados, ya que en caso de condena firme no existe posibilidad de reparar el daño, tal como apercibe la Sentencia Audiencia Nacional en sus sentencia (1995) sobre la causa de la presa de Itoiz, en Navarra.

El Pacto del Agua de Aragón, la deuda histórica y el asalto al Pirineo:
El denominado Pacto del Agua de Aragón no es mas que una resolución que en su día tomaron las Cortes Aragonesas de instar a los Gobiernos central y autonómico para la realización inmediata y urgente de un plan de actuaciones en materia de aguas que en su parte más relevante se limitada a exigir la construcción de un buen número de grandes embalses de regulación (exactamente 32) en territorio de la Comunidad, necesarios a su entender para el desarrollo de su potencial de regadío, y base pretendida del futuro de Aragón. El acuerdo lo ratificó todo el arco Parlamentario del momento, amenazando al Gobierno central con no votar en su día a favor del Plan Hidrológico Nacional. La razón de esa exigencia estaría basada en el olvido de esta Comunidad frente a los favores y obligaciones de Madrid y, en especial en base a una "deuda histórica" contraída con compromiso de Ley en el año 1915 de desarrollar un plan de regadíos, que si entonces fue justo y deseado hoy resulta todas luces obsoleto y de cumplimiento improcedente. 

En cualquier caso esa deuda habría que saldarla ahora con el conjunto de la sociedad aragonesa y no precisamente en moneda exclusivamente hidráulica. Hoy es evidente que el Pacto del Agua fue una reacción precipitada de los políticos aragoneses ante la inmediata planificación hidrológica nacional que amenazaba con los trasvases del Ebro. Ante esa amenaza era cuestión de mostrar que aquí, en Aragón, no sobraba “ni una sola gota de agua”. La idea del Pacto del Agua fue una maniobra promocionada desde la propia Dirección General de Obras Hidráulicas a través de la Confederación Hidrográfica del Ebro para facilitar el camino para la construcción de las últimas grandes presas pirenaicas sin la oposición social ni política de Aragón, que a mediados de los setenta ya había mostrado su rechazo colectivo a cualquier planteamiento trasvasista del Ebro a sabiendas de que en Aragón no existe capacidad para darles uso, ni se van a hacer más grandes regadíos en la Comunidad, porque no son necesarios y porque no hay Administración que los pueda financiar ni justicia social distributiva que lo pueda amparar (HERNÁNDEZ ESTERUELAS, J. 1997. ARROJO, P. Y BERNAL, E. 1997).

Sin embargo, una vez levantadas esas presas, a falta de una capacidad de uso en Aragón en hipotéticos regadíos que nunca se harán en las proporciones de esas obras, sus aguas estarían a disposición de la Administración hidrológica para los objetivos, funciones y juegos pertinentes (MARTÍNEZ GIL, 1997 c). 

El Pacto del Agua ha consumido ya todos los plazos previstos de ejecución, cuando apenas si ha empezado. Al final de la pasada legislatura desde el MIMAM de Isabel Tocino de pronto decidió “desbloquearlo” en razón de unos amores extraños del Partido Popular con la Comunidad. Hay que decir que ni antes a Isabel Tocino ni ahora al ministro Matas corresponde la decisión personal de cómo saldar esa pretendida deuda, sino al pueblo de Aragón y a los Parlamentos español y aragonés. Los "amores" que de pronto dispensa a Aragón el nuevo Ministro de Medio Ambiente, Señor Matas subestiman el sentido común de las gentes y el bien hacer de conocimiento ilustrado del problema, hasta calificarlos públicamente de "mezquinos" cuando afirman cuestionar la finalidad trasvasista de esos embalses.

El afán por construir las presas pirenaicas contempladas en ese Pacto es desmesurado, porque más allá de los intereses propios que despierta toda gran presa esas presas allanan el camino para los siempre prometidos y siempre conflictivos trasvases del Ebro. La exigencia del Presidente de Aragón, Marcelino Iglesias, en hacer cumplir el Pacto del Agua, y el deseo y compromiso del ministro Matas en cumplirlo con urgencia y generosidad a pesar de que su Plan reconoce que Aragón no tiene capacidad para usarlas, ha dado lugar a un debate absolutamente kafkiano entre los dos políticos, y una gestión hidrológica “chalanera”, propia de una visión cortijera del Estado que a golpe de visitas de ministros y secretarios de Estado compra votos, apoyos y beneplácitos en base a promesas e inversiones tan abstractas como improvisadas. 

Es evidente que una vez construidas, esas presas habrán de servir para atender las necesidades de regulación del actual proyecto trasvasista, hoy oficialmente previstas desde el embalse de Mequinenza tras la oportuna compensación a Endesa por las afecciones al régimen de turbinado en el complejo Mequinenza/Ribarroja/Flix, que el Proyecto no concreta ni confirma los términos en los que habría de ser aceptada por Endesa, ni valora el impacto ambiental del pretendido cambio de funcionalidad de la presa.

La regulación de las aguas del trasvase desde Mequinenza la contemplamos como la etapa provisional de un proyecto a corto plazo, tras el cual las presas pirenaicas aragonesas pendientes de construir -junto a las ya construidas de Itoiz que no conocerá la plasmación de su objetivo oficial: las 57.000 ha de nuevos regadíos en Navarra y la de Rialb que tampoco conocerá la transformación de las 50.000 ha de regadíos para la zona de Segarra/Garrigues que la han justificado-, serán piezas añadidas al patrimonio hidroeléctrico de alguien, que pronto acabará en manos de Endesa, Endesa/Iberdrola o el lobby que en el momento corresponda, y que al mismo tiempo servirá para la regulación definitiva de los trasvases del Ebro sin afectar a los intereses hidroeléctricos de Mequinenza/Ribarroja/Flix. 

Sólo desde esta perspectiva pueden ser interpretados los afanes desmedidos desde la etapa final de la pasada legislatura popular por consumar los trámites administrativos para la puesta en marcha de los embalses pirenaicos del Pacto del Agua, hoy ya licitados y adjudicados pese a estar en los Tribunales de Justicia, no sólo por irregularidades administrativas propias de las prisas sino también por razones de riesgos catastróficos para la ciudadanía de aguas abajo. 

En el Pirineo están los últimos oasis hidrológicos, los últimos cotos del agua, que quedan aún por repartir en España. En época socialista calificamos el Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional como "el asalto hidrológico al Pirineo" (MARTÍNEZ GIL, 1993). Los trasvases del Ebro eran la primera fase de un faraónico y disparatado plan de obras. Para facilitar su gestión, desde la Dirección General de Obras Hidráulicas se inventó entonces el Pacto del Agua de Aragón. La inexperiencia en la materia y la cultura del tópico hicieron caer en la trampa a los políticos aragoneses, que incluso llegaron a creer que la iniciativa había sido suya (MARTÍNEZ GIL, 1997 b).

 La segunda fase de aquel APHN eran los trasvases del Duero, harto difíciles por su condición de río compartido con Portugal y por ser feudo consolidado de un poderoso sector hidroeléctrico: Iberdrola. Con aquel megalómano proyecto de 1993 en realidad sólo se aspiraba a ejecutar lo “razonablemente” ejecutable, es decir, su primera fase: los trasvases del Ebro. El resto era material para el juego de la negociación política y social. 

Haciendo de portavoz de quien le asesorara en estos temas, el Ministro Borrell llegó a anunciar de forma solemne en el Paraninfo de la Universidad de Zaragoza: "Denme un acuerdo entre aragoneses y resolveré el problema del agua en España" (BORRELL, 1993). Cinco años más tarde, el Libro Blanco del Agua en España, -en la incongruencia entre su discurso argumental y las conclusiones-, volvió a decir que, por razones de ubicación estratégica, la única cuenca "excedentaria" adecuada capaz de hacer frente a los “déficit estructurales” del conjunto del país, era la margen izquierda del Ebro, es decir, el Pirineo. Ahora, el Plan Hidrológico Nacional del Gobierno popular vuelve a enfatizar en el mismo propósito obsesivo: el asalto hidrológico al Pirineo como solución a los problemas del agua de toda España, hasta convertirlo en una absurda cuestión de solidaridad interregional y vertebración política del Estado. 

SEGUNDA PARTE

 LA DOCUMENTACIÓN SOMETIDA A CONSULTA

II.1.- INTRODUCCIÓN

Los cinco tomos técnicos que se adjuntan al breve texto articulado del Proyecto de Ley de Plan Hidrológico Nacional no se refieren a otra cuestión o problema que no sea el análisis hidrológico y económico de las diferentes alternativas posibles para trasvasar un volumen de 1.050 hm3 anuales desde el interior peninsular al área mediterránea. Pasa el PHN de puntillas por el resto de los problemas del agua del país, porque se sobrentiende que ya están adecuadamente considerados en los Planes de Cuenca.

Sin más consideración ni justificación el Proyecto da por sentado que los trasvases son una actuación necesaria y urgente, la única alternativa posible a un conjunto de problemas indefinidos, globales, no cartografiados ni cotejados del arco mediterráneo. El 44% de los volúmenes trasvasados irían destinados a atender una pretendida necesidad de sustituir las aguas de mala calidad de algunos abastecimientos urbanos con aguas del Ebro, y el resto a cubrir las dotaciones insuficientes de algunos sistemas de regadío, a corregir situaciones de sobreexplotación de acuíferos y a la mejora de la calidad ambiental general del medio hídrico receptor. Todo aparece a nivel inconcreto, abstracto. No hay la menor descripción de esas situaciones, de sus problemas y causas, de las alternativas. No se explica cómo las aguas trasvasadas van a paliar las situaciones de sobreexplotación de los acuíferos (¿recargándolos?¿llevando el agua a cada pozo? ¿a través de qué sistemas de conducción? ¿a qué costes, y quién los va apagar? ¿se van a beneficiar los regantes legales, los ilegales, hasta qué fecha?, etc.

En ningún momento se justifica ni se especifican esas realidades en escenarios concretos, no se discute ni demuestra que los trasvases sean la mejor de las soluciones a un conjunto de problemas eufemísticamente calificados de "déficit estructural", cuando en realidad no son sino la consecuencia lógica de una situación de desorden administrativo y de permisividad acumulados, todavía no corregidos ni abordados, ante los que la impotencia de la Administración ha tirado hace tiempo la toalla. 

Lo problemas del agua en todo el país no relacionados con los trasvases quedan relegados a un segundo plano, inmerecedores del menor análisis y comentario específico que vayan más allá de la correspondiente referencia general, inocua y obligada, en el texto articulado del proyecto de Ley de Plan Hidrológico Nacional titulado: "Normas Complementarias a la Planificación: normas de conservación, gestión y programación" (Artículos 25 a 31). 

El texto refleja la absurda paradoja de aceptar y recoger un generoso plan de obras (Anexo II) nunca justificado y difícilmente justificable desde el más elemental análisis de coste/beneficio, sobre cuya irracionalidad general huelga todo comentario, a sabiendas de que la garantía de su incumplimiento es total. Nadie puede creer que semejante plan de obras pueda ser una realidad en ocho años vista. La obsesión por aprobar el plan de trasvases contemplados ha llevado a la dejación absoluta del resto de los problemas del agua en todo el país. La exaltación de esa paradoja es la inclusión expresa en el texto articulado del Pacto del Agua de Aragón, que pretende primero ejecutar el Pacto del Agua y luego ver si sobra agua. “Sólo después, cuando se vea el agua que sobra se acometerán los trasvases", repite el Ministro Matas en un discurso y una racionalidad que no tiene otro el calificativo que el de “bananeros”.

II.2.- LOS ASPECTOS CUANTITATIVOS DEL PROYECTO

No es para nosotros cuestión entrar a discutir aquí sobre los aspectos cuantitativos del Proyecto -que se habrían de limitar forzosamente al coste real del agua trasvasada y a la sostenibilidad medioambiental de los volúmenes a trasvasar. Entendemos que lo que procede es reflexionar sobre el sentido de sus propuestas en relación con los grandes problemas que tiene planteada hoy en día la gestión del agua en España. Abrir un debate sobre Las cifras sería una discusión absurda, algo como mirar para otro lado, sabiendo de antemano que pueden ser manipuladas de acuerdo con los criterios y las hipótesis, no siempre explícitas, de quien las determina.

Sobre el coste económico de las aguas trasvasadas: 

Es obvio que el coste final del agua a trasvasar no van a ser esas 52 ptas/m3 calculadas en el Proyecto. Sería la primera vez que las cuentas públicas de un proyecto de tamaña envergadura y nivel de indefinición salieran bien. Quien da esa cifra juega con la ventaja de la impunidad que le asiste, de forma que puede equivocarse en el doble, el triple o lo que sea menester si así conviene a sus propósitos. La sociedad no tiene la menor garantía sobre la veracidad de esa cifra. No hay responsabilidad económica, personal o institucional que la ampare; ni está previsto que alguien pueda reparar el error. Por otra parte, quien maneja esas cifras es sabedor de que nunca será perseguido por la Justicia, por grande que llegue a ser su desvío o torpeza. 

La historia de nuestro quehacer hidrológico está llena de grandes errores, de desvíos presupuestarios y de obras que ni siquiera llegaron a funcionar. Nunca ha pasado nada, de forma que el engaño social pasa a formar parte del juego. Ahí está como ejemplo el grave error del trasvase Tajo/Segura, el de Riaño, el minitrasvase a Tarragona, la presa de Itoiz (BEAUMONT et al, 1997), el canal de Xerta a Calig, el canal/acequia de Sora (Zaragoza), la estación de bombeo del Jalón a la Tranquera o la del Matarraña al Pena... Y errores de otra naturaleza, como los de Ribadelago, Tous, Biescas, Badajoz, Melilla, Doñana/Aznalcóllar, y un largo etc, donde, llegado el caso, las culpas son siempre de la Naturaleza. Y los jueces probablemente así lo entenderán.

 Llama la atención que en el proyecto de traída de aguas a Zaragoza desde el embalse de Yesa -que a través del Canal de Bardenas y la acequia de Sora sitúan las aguas del Pirineo a escasos 50 Km. de la capital-, el coste de una tubería capaz de transportar desde esa distancia 130 hm3/año sea del orden de 25 ptas/m3 en alta, frente a las 52 ptas/m3 de las aguas trasvasadas en el proyecto de PHN, que no tiene punto de comparación en cuanto a obra de ingeniería y costes energéticos. 

Lama también la atención la oferta reiterada de la entidad francesa concesionaria de la explotación del Canal Bajo Ródano Languedoc -vivamente interesada en vender parte de sus excedentes a Barcelona-, que hace dos años informó públicamente que según sus cálculos el orden de magnitud del agua puesta en la frontera sería de algo más de 100 ptas/m3. Hoy, esa misma entidad insiste en que "si se le permite hacer las cuentas como las hace el Ministerio de Medio Ambiente español", se compromete a poner sus aguas en la estación potabilizadora de Cardedeu a 56 ptas/m3. Quiere esto decir que aquí hay trampa y cartón. 

Hay también trampa y cartón a la hora de estimar el coste de oportunidad de las aguas para abastecimiento, que no serían las 130 pts/m3 de la desalinización. Las ofertas del mercado y las hipótesis de trabajo de diversos grupos científicos que investigan estos temas dentro de unas estrategias de gestión global de la energía utilizada en una ciudad, las sitúan ya en torno a las 70 ptas/m3 en planta, con un periodo de amortización de 15 años (CIRCE, Centro Politécnico Superior, Zaragoza). En cualquier caso, el coste de oportunidad real sería el de las aguas de calidad utilizadas en el regadío, que incluye las del Tajo Segura que se pagan a unas 15 ptas/m3. 

Hay que suponer que aún al precio de 52 ptas/m3 puedan existir compradores, de lo contrario habría que poner un precio político al agua, cosa que prohíbe expresamente la Directiva Marco. ¿Qué pasaría si no hubiera compradores a los precios que exige la reversión de costes? No se ofrece al respecto ningún estudio o encuesta que avale la solvencia del proyecto. Esto es así porque sea cual fuere el coste de venta del agua trasvasada siempre habrá potenciales compradores,... eso sí, fuera de la agricultura. De momento, el 44% del agua a trasvasar es agua destinada a abastecimientos urbanos. El resto lo puede absorber sin problemas el negocio de la especulación urbanística, en donde un espartal comprado a precio de monte puede ser vendido a decenas de millones de pesetas la hectárea,... ¡si dispone de agua! 

El debate sobre el coste del metro cúbico sólo puede ser analizado por los especialistas en la materia (economistas), ayudados por otros técnicos (hidrólogos, etc.) siempre con luz y taquígrafos por delante. Lo demás son músicas celestiales, discusiones sobre si son galgos o podencos. Una sociedad democrática medianamente sana así debería exigirlo (AGUILERA, 1999).

Sobre la sostenibilidad ecológica de los caudales y volúmenes a trasvasar

Otro tanto ocurre con el debate acerca de la sostenibilidad de los caudales a trasvasar, que parte de una hipótesis perversa en su formulación: que al Ebro le "sobra" agua. La cuantificación de ese sobrante está basada en el valor de las actuales aportaciones del río al mar una vez deducido el llamado "caudal ecológico". El criterio utilizado a tal efecto han sido los 100 m3/s; toda aportación que supere esa cifra sería agua sobrante. No vamos a entrar ahora en el debate del cambio climático, que sería una nueva e importante restricción más a considerar (AYALA e IGLESIA, 1997). El criterio de los 100 m3/s lo toma el planificador de los contenidos del propio Plan de Cuenca, que así lo fijó en su día a sabiendas que de otra manera no habrían podido salir las cuentas hidrológicas del trasvase. 

Fuimos testigos presenciales, sin voz ni voto, en la tramitación del proyecto del Plan de la Cuenca del Ebro en su correspondiente Consejo del Agua. Si algo caracterizó aquel acto de cinco días de duración fue la falta de responsabilidad y de cualificación general de los miembros para debatir la mayoría de los problemas planteados en las alegaciones. El espíritu de obediencia a las consignas de los intereses representados dominó cualquier racionalidad y libertad. Fueron los intereses y consignas de las Administraciones allí representadas, junto a los intereses de regantes e hidroeléctricos, los que impusieron la fuerza de sus votos. 

Dado el elevado número de alegaciones presentadas, se entendió que no procedía su lectura sino un breve resumen de contenidos para proceder después a su votación. Se llegó incluso a votar si existía o no riesgo de cambio climático; el resultado aplastante fue que no merecía la pena siquiera hacer referencia al tema en el texto del futuro Plan Hidrológico de Cuenca.

Hubo una alegación, firmada por un amplio colectivo de científicos especializados en el estudio concreto de la dinámica del delta del Ebro y del tramo final del río, encabeza por el catedrático de Ecología Narcís PRAT, que decía que los 100 m3/s estimados como caudal ecológico traerían la ruina a corto plazo de todo el ecosistema deltaico, con evidentes repercusiones sobre las actividades económicas y el bienestar humano que de ese ecosistema dependen, entre ellos la pesca, la acuicultura y el turismo. Valoraban el caudal mínimo de sostenibilidad en torno a los 300 m3/s, con una aportación anual de unos 9.000 hm3, que muchos años el río ni siquiera los lleva. Se entendía en esa alegación que las situaciones de 100 m3/s sólo pueden ser aguantadas por el río de forma eventual, y en periodos de corta duración. 

No hubo debate alguno sobre los contenidos de tal alegación que, como las demás, pasó a ser votada con el resultado de 60 a favor de los 100 m3/s de la propuesta oficial y 3 a favor de las tesis de la alegación. Hoy el proyecto del Plan Hidrológico se apoya en los planteamientos de ese Plan de Cuenca, ratificados después por el Consejo Nacional del Agua. Los nuevos actores del MIMAM (Ministro y Secretario de Estado) no se consideran autorizados a poner en duda lo que en su día aprobara un Consejo del Agua. Así se escribe la historia de los grandes despropósitos que al final no tienen responsables.

Esta es la historia de un dato tan elemental y tan polémico sobre el que después se ha pretendido construir y argumentar un aparato de cálculo hidrológico tan sofisticado como se quiera, y todo un plan hidrológico nacional. Si de verdad hubiera un mínimo de voluntad y de responsabilidad política y de gobierno en hacer las cosas bien, la cuestión de los caudales "ecológicos" del tramo final del Ebro y la estabilidad del delta, debería ser sometidas a un amplia auditoria científica y técnica, como otras tantas cuestiones básicas de las hipótesis de este Plan, incluida la del cambio climático.

Un proyecto cuya gestación ha llevado sesenta años de andadura, que va a tardar ocho más en ser materializado y que es profundamente contestado, bien merece cuando menos otros ocho años más de estudios específicos de alternativas y de verificación de hipótesis. No estamos ante una decisión de quita y pon.

La experiencia muestra que, llegado el caso, si eventualmente no se pudiera sostener ese caudal mínimo de los 100 m3/s, la Administración procedería a vulnerar la Ley en las ocasiones que estimase procedente; así lo aceptarían los Tribunales de Justicia en orden al "interés general". Y se podría también cambiar la Ley durante unos años si fuera menester, como ha ocurrido con el Tajo/Segura, en donde los 6 m3/s a respetar en el paso del Tajo por Aranjuez fueron eventualmente reducidos a 3 m3/s. Aún así, hay constancias notariales de aforos que apenas han superado 1 m3/s. Nunca pasó nada.

TERCERA PARTE

LAS PRINCIPALES CARENCIAS DEL PROYECTO

Dicho lo que antecede, pasamos a exponer algunas de los puntos más débiles de este Plan Hidrológico Nacional, incapaz en su formulación de hacer frente a la “poliédrica” realidad de los retos del agua en España. Lo haremos a través de la enumeración de los que a nuestro entender son los principales problemas del agua en nuestro país, y de la constatación de cómo son abordados en el presente Proyecto.

III.1.- LA REFORMA DE LA ADMINISTRACIÓN HIDROLÓGICA 
Es éste el problema más grave, el escollo más difícil de superar y la causa más directamente responsable de los males más relevantes del agua en España. La Administración hidrológica ha sido la depositaria del bien hacer en la materia. Ya la Ley de 1985, que vino a agrupar algunas funciones dispersas, apuntó la reforma de la Administración como una de las dos tareas más ineludibles a emprender. La otra era la planificación. 

No especificó el legislador porqué había que hacer esa reforma. No entró a analizar las razones que la reclamaban ni las bases sobre las que debería ser abordada. Todo quedó sobreentendido. Se sabía que había un grave problema de corporativismos enquistados, de vicios y situaciones endémicas que había que corregir. Se sabía que era necesaria una remodelación capaz de cualificarla para la ardua tarea que la nueva Ley le encomendaba, con un funcionariado preparado para el cambio de mentalidad y de objetivos. Era necesario ampliar plantillas, descentralizar territorios hidrográficos dentro de cada Confederación Hidrográfica, invertir dinero, poner orden, medir, controlar, crear bancos de datos, abrir las puertas de las instituciones a la sociedad, etc.

El cambio prometido quedó en poco más que un leve retoque cosmético. Las inversiones para asistencias técnicas externas -siempre programadas en presupuestos y objetivos desde Madrid-, se ampliaron. Había que poner en marcha el proceso planificador, pero se intentó hacerlo con estudios y esfuerzos que en general estuvieron mal planteados porque solían acabar en sí mismos, demasiado alejados de las realidades hidrológicas más perentorias del momento, tales como la contaminación de los ríos, la falta de vigilancia y de policía, la falta de control en los consumos de agua en el regadío, la falta de control en los vertidos (autorizados y no autorizados), la invasión del dominio público hidráulico, la corruptela en la explotación de áridos, correcciones de cauces y encauzamientos pretendidamente beneficiosos. 

La situación de abandono de los sistemas de abastecimiento de agua potable, el volumen de las fugas, la pérdida de calidad de los ecosistemas fluviales, la falta de estrategias para abordar las sequías, la necesidad de constituir las Comunidades Generales de Usuarios, la perforación ilegal de pozos, la necesidad de revisar concesiones, el abandono de los embalses, la contaminación difusa de los acuíferos, etc., eran y son otros tantos problemas a abordar por la nueva Administración.

Los Organismos de Cuenca que surgieron de la Ley de 1985 supusieron una modificación sólo en el sentido de una mayor presencia y control del poder político central, con la consiguiente desprofesionalización de la gestión y una creciente falta de democracia interna. Sus Presidentes pasaron a ser auténticos delegados del Gobierno, con demasiada frecuencia neófitos en el tema y con poder absoluto sobre el funcionariado, hasta el punto de anular cualquier capacidad creativa que no se ajustase a los objetivos políticos del momento. 

La vieja polémica sobre la competencia institucional en las aguas subterráneas se decantó hacia la desaparición paulatina del Instituto Geológico y Minero, que hoy es total tras su alejamiento del Ministerio de Medio Ambiente. Al Instituto le habría correspondido teóricamente la presentación de alternativas a los proyectos hidráulicos basadas en la explotación de las aguas subterráneas. El Instituto tenía una larga historia, secular, de enfrentamientos con el Cuerpo de Caminos, que todavía coleaba y había que desarticular.

Aunque la etapa de la construcción de grandes presas de regulación había acabado en 1985, las consignas siguieron apuntando hacia la justificación de más y más embalses. No se supo y/o no se quiso abordar el cambio de paradigma contemplado en la Ley, que exigía menos oferta de recurso y más control de la demanda, más gestión del recurso, su protección, más vigilancia de la calidad ambiental, etc.

 La predicada participación de la sociedad en la gestión se saldó con la creación de los Consejos del Agua, diseñados más para el control político de la situación que para analizar y debatir los problemas del agua. 

Los fracasos de los años de gestión socialista llevaron a la oposición política (el Partido Popular) a anunciar una reforma seria de la Administración hidrológica, con la creación de un ministerio específico de lo medioambiental en el que el agua habría de ser un protagonista de excepción.

El desacierto de la pretendida reforma de la Administración popular en materia hidrológica tras la creación del Ministerio de Medio Ambiente fue haber retenido en su estructura a la Dirección General de Obras Hidráulicas, que es el auténtico Estado Mayor y el foco de resistencia inexpugnable de la vieja ideología (MARTÍNEZ GIL, 1999 a). Esa Dirección General debería haber ido a parar al actual Ministerio de Fomento. Se sabía que tenía que ser así, pero no hubo arrojo político para enfrentarse al poder y a los intereses organizados que hay en esa vieja casa. El Cuerpo de Ingenieros de Caminos habría planteado resistencia desde sus amplias esferas de poder, como la planteó a la propia creación del nuevo Ministerio. 

Ya en el tercio final de la primera legislatura popular, el Libro Blanco del Agua, en sus conclusiones volvió a abogar por la reforma de la Administración como una de las tres grandes medidas a adoptar, pero lo hizo en abstracto, sin dar la razones ni el porqué, sin exponer los fundamentos ni los principios rectores que deberían inspirar esa reforma; sin estimación de presupuestos necesarios ni plazos de ejecución. La reforma de la Administración hidrológica ha sido un tema recurrente ya desde finales del XIX, con Horacio BENTABOL.
Acabó la primera legislatura popular y empezó la segunda. Hoy, a la hora de redactar una Ley de Plan Hidrológico Nacional todo sigue igual. La reforma de la Administración queda pendiente, y ni siquiera está formulada. La doctrina hidrológica del país -todavía llamada "hidráulica"- sigue saliendo de la Dirección General de Obras Hidráulicas y del CEDEX, instituciones ambas anacrónicamente corporativistas. La obra ha sido su historia y su razón de ser. Sin embargo lo que el país hoy necesita es gestión. Gestión de la demanda y de la calidad.

Así pues, la primera medida a adoptar por un Plan Hidrológico Nacional debería ser el traslado de la Dirección General de Obras Hidráulicas al actual ministerio de Fomento, que es su lugar natural. A cambio, habría que crear en el Ministerio de Medio Ambiente una Secretaria de Estado para la Planificación de la Gestión del Agua (o algo similar), en la que primase la libertad de pensamiento y desapareciese la obsesión por el reequilibrio hidrológico nacional, dando paso a los criterios de eficiencia, economía, gestión, calidad, participación, etc. El actual Proyecto de PHN para nada menciona este tema, ni en su documentación técnica ni en el texto articulado de Ley.

IV.2.- EL DESORDEN ADMINISTRATIVO Y LA ILEGALIDAD 
Ilegalidades y alegalidades:

Es éste otro de los problemas graves que el presente proyecto de Plan Hidrológico Nacional ni siquiera analiza. Tiene su origen en esa inadecuación de la actual Administración que acabamos de referir. Es un tema molesto, delicado para la autoridad hidrológica de cada momento. Se sabe que las situaciones de ilegalidad son clamorosas, especialmente en las llamadas cuencas o áreas con "déficits estructurales", que es donde la tensión social y los problemas son mayores, precisamente por ese desorden y esa falta de autoridad.

Hay ilegalidades y alegalidades en la explotación de las aguas superficiales y subterráneas, en las autorizaciones de vertidos y en la ocupación/explotación del dominio público hidráulico. La "alegalidad" es una forma generosa, eufemística, de calificar determinadas situaciones de ilegalidad imputables a la incapacidad de la Administración hidrológica, que no se atreve a resolver los expedientes que se le van acumulando. 

La falta de control sobre las actividades contaminadoras de las aguas superficiales y subterráneas, y la irrelevancia del cuerpo de vigilancia fluvial, contribuyen a esa situación. Los informes del SEPRONA sobre presuntos delitos o faltas, casi nunca acaban un proceso judicial, ni siquiera en apercibimientos. La tolerancia impera. En algunas cuencas, como la del Segura el número de denuncias anuales abiertas por el SEPRONA superan las cuatrocientas al año, sin que nada llegue a buen término. 

El problema de las plantillas congeladas:
Los Organismos de Cuenca deben ampliar sus plantillas con personal adecuado a las funciones a desarrollar, que son las de la nueva realidad hidrológica del país. La política de congelación de plantillas es alarmante. Entre tanto, la falta de personal es suplida con asistencias técnicas súper millonarias, muy caras, a la vez que las tareas del funcionariado cada día se ven más desviadas hacia las nuevas Sociedades Estatales del Agua, que representan un delicado paso hacia la privatización y la desarticulación de la función pública en la gestión del agua, y crean profundos y delicados malestares internos como los que a lo largo de 1999 saltaron a la prensa nacional (El País, 19 octubre.), con la “rebelión” de los ingenieros de la Dirección General de Obras Hidráulicas. 

El Registro:

El Registro, que debería ser el documento básico de control de la situación y por su propia naturaleza el más actualizado y público, está lleno de lagunas. Buena parte de los grandes regadíos (los realizados por el Estado) no tienen siquiera concesión administrativa registrada. Lo mismo ocurre con muchos de los regadíos emprendidos en su día por iniciativa de Administraciones provinciales o locales. Ocurre también con buena parte de los regadíos hechos a partir de elevaciones por bombeo de los canales del Estado. 

Los permisos de explotación hidroeléctrica están todavía en el Registro viejo, cuando no perdidos en expedientes de modificación que no se han acabado de tramitar. Es preceptivo su traslado al nuevo Registro, tras la pertinente revisión de situaciones y redefinición de parámetros de explotación. Otro tanto ocurre con las aguas subterráneas, especialmente en las zonas donde los conflictos y las explotaciones son más fuertes (Murcia, La Mancha, etc.). 

El dominio público hidráulico:
El desorden y el descontrol son la norma en la ocupación del dominio público hidráulico. Ese desorden con frecuencia sirve de coartada a la Administración para justificar la necesidad de construir nuevas presas que laminen avenidas y protejan la ilegalidad, sin haber hecho antes el inventario de actividades incluidas en el dominio público hidráulico, ni la menor valoración de daños históricos, ni haber procedido siquiera a el deslinde preceptivo, de forma que se pretende proteger lo que se ignora (AYUMTO. PALACIOS DE LA Sª. 1999). Todos los proyectos de nuevas embalses incluyen de forma rutinaria en su justificación la laminación de avenidas. Nada de todo esto es referido en el actual Proyecto, como si el problema no existiera.

La primera medida en este sentido sería ordenar el dominio público cuya ocupación sea especialmente grave y arriesgada, como ocurre en buena parte del litoral mediterráneo, en donde las ramblas suelen ser sede diversas actividades humanas y lugar de asentamientos humanos sistemáticos, en ocasiones muy frágiles, en donde los efectos de las lluvias de gota fría son especialmente frecuentes y violentos.

La solución al problema del deslinde se impone como actuación urgente, pero no puede ser llevada a cabo por los métodos de la estadística matemática o el simple cálculo hidrológico, que conducen a errores como los de Biescas, sino por métodos geomorfológicos, de recuperación de datos históricos e inventario de ocupación, que son más precisos, más razonables y más expeditivos. 

La situación de descuido de presas y embalses:

El Área Inspección de Presas desaparecida sin nada a cambio por razones que entendemos poco confesables, debe ser restaurada con medios y libertades adecuados. Los 36 ingenieros de la Dirección General de Obras Hidráulicas que en su día hicieron protesta pública de la situación interna del MIMAM alegaron entre otros argumentos: 

"Parece cada vez más evidente que los actuales responsables de la Política Hidráulica Española no contemplan un horizonte en el que se potencie la estructura de la Administración Hidráulica; los hechos apuntan mas bien hacia la reducción de esa estructura, minimizando el papel que dentro de la misma desempeñan los Ingenieros de Caminos funcionarios, tratando de evitar controles cuyo objetivo es garantizar una gestión transparente y eficaz. La fulminante supresión del Área de Inspección de Presas, recientemente decidida por Resolución de 23 de julio de 1999 de la Dirección General de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas, apunta inequívocamente en esa dirección" (Escrito remitido por Registro el 15 de octubre de 1999 a la Sra. Ministra, al Secretario de Estado de Agua y Costas, al Subsecretario de Medio Ambiente, y al Director General de Obras Hidráulicas).

III.3.- LOS “PUNTOS CALIENTES” DEL PROBLEMA AGUA EN ESPAÑA

Hay una serie de situaciones, muy concretas, que mediatizan la gran política hidrológica española y absorben la energía de todos los intentos planificadores del agua habidos en España, hasta anularla. Nos referimos a las realidades de Almería, Murcia, Valencia, Cuencas internas de Cataluña y acuíferos de La Mancha, principalmente, que son las que crean las grandes tensiones sociales y políticas sobre el problema del agua, y distorsionan el análisis y el bien hacer general. Son las zonas calificadas como "estructuralmente deficitarias". El presente Proyecto de PHN no ha sabido escapar tampoco a esa realidad y ha optado por la huida hacia adelante, es decir, aumentar la oferta del recurso.

La verdadera situación de esas zonas está deformada por la apreciación tanto de los interesados como de la propia Administración, que prefiere hablar en términos de déficit estructurales,... que de descontrol, insumisión hidrológica e irresponsabilidad manifiesta. Está también deformada por el discurso populista de la acción política, por la manipulación de los sentimientos colectivos a través de los medios, que llegan a crear auténticos ambientes de cruzada. La presión de los grandes intereses organizados hace también su labor. Hoy la Administración ha mostrado sobradamente no ser árbitro cualificado para hacer un diagnóstico objetivo de esa realidad, porque es juez y parte del problema. 

Un buen número de científicos y técnicos independientes que se han acercado al análisis de la compleja realidad de esos "puntos calientes", han denuncian no sólo el desorden administrativo allí existente sino también la magnificación del problema. 

Las alternativas que ofrece el imperio de la ley, el uso eficiente del agua, la reestructuración del tamaño de las explotaciones hoy altamente atomizadas (CARLES et al, 1999), el ahorro derivado de la modernización de los sistemas de conducción y aplicación del agua en las parcelas, los bancos de agua, la redistribución de usos, la reutilización de las aguas, la desalinización y la implantación de una "cultura mediterránea del agua,... son herramientas poderosas, apenas todavía valoradas ni ensayadas por falta de voluntad política para buscar una solución que no sea la trasvasista.

El problema no es imponer o negar la necesidad de los trasvases a esas zonas sino de objetivar antes una realidad magnificada, en su pasado, en su presente y en su dinámica de evolución (MARTÍNEZ FDZ, J. 2000). Esa valoración objetiva requiere hoy por hoy una amplia auditoria hidrológica y social del problema del agua. 

III. 4.- EL ENFOQUE OBSOLETO DEL PROBLEMA DEL AGUA POTABLE
Sobre la necesidad de un nuevo discurso:
La expresión "agua potable" resulta hoy en día inapropiada. La cultura del grifo único para todos los usos, es irracional y peligrosa. Sin embargo, el Plan Hidrológico Nacional sigue hablando del agua como un producto único. Todas las aguas son H20, pero en su uso hay que distinguir al menos cuatro grupos de "productos" diferentes, que exigen calidades también diferentes: el agua agrícola, el agua urbano/industrial (que incluye la mayor parte del agua doméstica), el agua para usos higiénicos, y el agua alimento o agua de ingesta.
El 44% de los volúmenes a trasvasar estarían destinados según el Proyecto de Plan Hidrológico Nacional a las necesidades de calidad de los abastecimientos de aguas potables. Pero hay que preguntarse antes ¿de qué calidad estamos hablando? La cantidad de agua potable utilizada como ingesta es inferior al 1% del agua tarifada en cada domicilio; siendo así, parece un dispendio que para una cantidad tan irrelevante haya que potabilizar el 99% del agua restante, que es la que usamos en inodoros, bañera, limpieza de ropa y vajilla, fregado de suelos, riego de plantas domésticas y, en su caso, el jardín privado (ESTEVAN, A. y VIÑUALES, V., 2000).

Hoy está empezando a emerger un discurso nuevo en relación con el agua urbana, el agua doméstica y el agua de ingesta, que es preciso articular y consensuar antes de aventurarse en soluciones para el futuro, como las de este Proyecto que tal vez nacen ya muertas. 

Un mundo de sospechas crecientes:
Un porcentaje muy elevado de la población de los países desarrollados no toma ya las aguas del grifo para su ingesta habitual, porque las sospechas son cada vez mayores. El entorno está cada día más invadido de substancias tóxicas, apenas detectables, cuyos efectos acumulativos son desconocidos, incluidas las propias substancias utilizadas en los procesos de potabilización (cloro, alúmina, etc.). 

Hay un mundo epidemiológico y sanitario al que le queda todavía mucho por conocer sobre lo que pasa en las redes urbanas de agua potable y en los focos de gérmenes patógenos que en ellas se instalan. Hay un enorme mundo que escapa al control sanitario en el espacio que va desde la acometida de la red pública al grifo privado. Alarmas como las recientes de la legionella y otras más, vinculadas a diversos protozoos, están poniendo fin a la red urbana como suministro de agua de boca (GERMÁN, 2000). Hay un cierto interés perverso en alimentar esa sospecha sobre las aguas potables de las redes públicas, porque el agua embotellada para fines de ingesta forma parte de un enorme negocio en alza. 

Al margen de los problemas derivados de la red, el agua de calidad está en la Naturaleza impoluta, es decir, en la lluvia, en las cabeceras de montaña protegidas a tal fin, y en las aguas subterráneas de los sistemas confinados profundos de largo periodo de residencia. ¿Qué hace este Plan para proteger esos espacios de cara al futuro? La calidad nominal está en el agua embotellada de los manantiales y en su preparación artificial (ósmosis, etc.). El problema de la calidad es hoy en día esencialmente epidemiológico o químico ligado a los propios procesos de potabilización. Los ríos son fuentes de agua de ingesta cada vez de peor calidad y objeto de sospecha creciente. 

Toda una gran revolución se avecina respecto al agua potable, en donde el agua destinada a la ingesta va a ser fabricada por cada cual en su casa o en el bloque de viviendas en el que habite, a través de pequeñas instalaciones de ósmosis inversa capaces de garantizar su inocuidad química y patológica.

Nada de este importante debate es recogido por el proyecto de Ley del Plan Hidrológico Nacional. Sin embargo, como hemos dicho, el 44% del volumen de aguas a trasvasar es justificado para atender las necesidades de agua potable de calidad, sustituyendo al agua actualmente utilizada. 

Llegados aquí uno se pregunta: si apenas un 0,5% de ese agua a trasvasar para abastecimientos de calidad está destinada a la ingesta agua de boca ¿lo que estamos trasvasando no es en realidad agua para las pérdidas de transporte y fugas de las redes urbanas, agua para tirar por la cisterna del inodoro, agua para usar en la bañera, en el fregadero o para regar el jardín? Todos estos usos requieren unos estándares de calidad muy poco exigentes. Siendo así, resulta que la inmensa mayoría de los volúmenes de agua usados como potable no tienen la mala calidad pretendida más que para un 5% de volumen consumido, sabiendo que hay un porcentaje muy alto y creciente de población que con independencia del tipo de agua potable que sea introducido en la red, siempre utilizará agua embotellada para sus necesidades de ingesta. La pequeña cantidad dedicada a la ingesta merece, por tanto, un debate profundo, antes de iniciar cualquier aventura trasvasista. 

Es obligado reseñar que la empresa estatal ACESA (Aguas del Ebro S.A.) ha pretendido sacar adelante un proyecto de abastecimiento de aguas potables de "alta calidad" traídas del Pirineo a Zaragoza, argumentando precisamente que las aguas del Ebro (tomadas 80 Km. aguas arriba de la ciudad, en el Bocal de Tudela, Navarra) no serían siquiera aguas potabilizables. Resulta paradójico que esas mismas aguas del Ebro tomadas cerca de la desembocadura (azud de Xerta) sean ofrecidas en este Plan como aguas de calidad, cuando soportan los vertidos domésticos y urbanos de una población de más de un millón de habitantes, y los vertidos industriales, los lavados y retornos de la agricultura que utiliza fertilizantes y pesticidas de más de ochenta mil km2 de cuenca, además del peligro potencial que supone la presencia de dos centrales nucleares.

III.5.- LA FALTA DE UN CÓDIGO DE VALORES MEDIOAMBIENTALES
El procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental:
Los valores medioambientales son objeto de un discurso oficial retórico, en general vacío, que se ha ido apropiando de un lenguaje científico y ecológico que cala en la sociedad porque lleva un mensaje de responsabilidad y respeto hacia los valores físicos y metafísicos del territorio, y porque defiende un bienestar general natural cada vez más escaso y apreciado. 

Las restricciones impuestas por el obligado respeto a los valores medioambientales aparecen oficialmente en el planteamiento de cualquier proyecto hidráulico como la primera condición, sin la cual ningún proyecto es siquiera planteable. La realidad, sin embargo, es otra. El propio Plan Hidrológico Nacional es ofertado desde las esferas del Gobierno como esencialmente “ecológico”, cuando es esencialmente destructivo.

El proceso de estudio y evaluación de impacto ambiental está administrativamente prostituido. En la etapa de gobierno popular ha sufrido una de degradación alarmante, que la sociedad debe denunciar sin paliativos. Cuando hay un interés económico o político por medio, la declaración de impacto llega a ser utilizada para bendecir proyectos claramente atentatorios contra los más esenciales valores medioambientales. Con frecuencia esos proyectos no sólo son presentados por la Administración como inocuos, sino como claramente beneficiosos para el medio ambiente. Desde esta falta de responsabilidad se están autorizando auténticos actos de vandalismo institucional, en el sentido de que destruyen de manera irreversible e innecesaria valores patrimoniales de naturaleza y bienestar que a todos pertenecen. Más de una veintena de las grandes presas contempladas en este Proyecto de Plan Hidrológico Nacional entran en esa categoría de actuaciones vandálicas, muchas de ellas están en los Tribunales de Justicia. Los impactos sociales todavía ni siquiera contemplados, por entender que todo es compensable.

Los niveles de complicidad de la Administración en la autorización de esos proyectos han sido la causa de la crisis surgida en el Ministerio de Medio Ambiente en las últimas semanas de la pasada legislatura, que condujo a la dimisión de dos Directores Generales: el de Calidad e Impacto Ambiental y el de Protección de la Naturaleza. Antes había habido otros ceses y dimisiones sonoros, a nivel de Secretario General de Medio Ambiente (cargo creado con obediencia jerárquica obligada a la autoridad superior de la Secretaría de Estado de Agua y Costas, en su día ocupada por Benigno Blanco, que entendió siempre que "lo medioambiental no podría ser nunca una limitación frente a la ejecución de un proyecto que tuviera interés general, a menos que estuviéramos ante una burrada evidente", tal como manifestó públicamente (AYUNTAMIENTO DE PALACIOS DE LA SIERRA, 1999). 

El problema está en quién determina cuándo estamos o no ante una burrada. Para eso, precisamente, fue establecido el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA), más allá de los intereses políticos y económicos coyunturales. Sin embargo hoy vemos cómo a conquista que en su día fue para las sociedades del bienestar la implantación del procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, -que tendía la obligación de ser honesta y profesional y técnica-, está hoy en España totalmente desvirtuada. Constantemente se nos apercibe desde Europa de nuestra ligeraza en la materia. El asalto a esos valores habido en la recta final de la pasada legislatura desde el Ministerio de Isabel Tocino y Benigno Blanco -que tantos caminos ha allanado a la presente legislatura para la presentación de este proyecto de Plan Hidrológico Nacional-, nos parece a todas luces escandaloso. A los escasos cinco años de haber sido creada, la Administración medioambiental hay que decir que está necesitada de una profunda regeneración moral. 

Hubo en esa etapa reformas normativas que prácticamente han permitido desde entonces eludir la posibilidad de detener ningún gran proyecto hidráulico por irrespetuoso que sea con los valores medioambientales. Hoy en día tratar de oponerse o denunciar un mal hacer ambiental, impugnando una declaración de EIA para paralizar la irracionalidad general o el abuso de un proyecto hidráulico, situan a la iniciativa ciudadana en una auténtica aventura insostenible, en una lucha de David contra Goliat. Ahí está como paradigma la triste realidad del proceso administrativo y jurídico "padecido" por la Coordinadora de Itoiz en Navarra (BEAUMONT et al 1997, BEAUMONT, 1999 y 2000): un escándalo y un abuso de poder, se mire por donde se mire.Y ahí sigue este Plan

La calidad ambiental de los ríos exige la ponderación de los valores ecosistémicos, escénicos, lúdicos, afectivos y de memoria que representan, entendiendo que hasta un cierto nivel el agua es elemento consustancial de un territorio, como lo es su clima, su paisaje o su legado monumental. En el proyecto de Ley del Plan Hidrológico Nacional nada de esta realidad aparece reflejada. No se considera urgente ni se plantea siquiera la necesidad de definir un modelo de ríos, antes de empezar el reparto de sus agua. Cabría esperar de un Ministerio de Medio Ambiente la confección de un listado previo a cualquier reparto de tramos fluviales concretos que habría que declarar intocables, tan prolijo al menos como la larga lista de actuaciones hidráulicas contempladas con rango de Ley en el Anexo II. La consideración de esta realidad no va más allá de la inocua declaración de intenciones del Artículo 25.

Caudales ecológicos, concesiones a revisar y ecotasas:
La figura del "caudal ecológico" es la legitimación del derecho a saquear los ríos, de poder reducirlos a todos sin excepción a una situación de estiaje hidrológico permanente que es el 10% de su aportación media. 

Un plan hidrológico de futuro debería obligarse a revisar las concesiones y permisos de explotación que afectan de manera grave al medio ambiente. Hay concesiones que en su momento fueron otorgadas para unas determinadas funciones sociales. Si las funciones que la sociedad reclama ahora a esos ríos en cierta medida han cambiado, habría que revisar también esas concesiones, al menos las más flagrantes, porque el agua es ante todo un bien público (BARTOLOMÉ, J. L. 1999).

El Proyecto recoge la aplicación de la llamada "ecotasa", pero no la aplica a usos tan impactantes como, por ejemplo, el gran embalse privado de Mequinenza (1.530 hm3). Se da la paradoja de que hay que compensar a los dueños de esa presa y concesionarios de los caudales que a ella llegan por la afección que este PHN les pueda representar para sus legítimos intereses hidroeléctricos. En cambio, no piensa la Administración en imponer a los dueños de la presa la correspondiente tasa ecológica por las externalidades derivadas de su explotación y presencia. Ese embalse -punto neurálgico del actual Plan Hidrológico Nacional junto con el de Ribarroja que arranca a sus pies-, en su día enterró bajo sus aguas ¡más de ciento veinte kilómetros del gran valle del Ebro, una gran vía de comunicación natural, con pueblos, tierras, valores, culturas, etc. Hoy es una enorme masa de agua hipertrófica, que retiene el 25% de los sedimentos de toda la cuenca del Ebro que antes llegaban al mar y hoy no llegan. El 75% restante es retenido antes, en las presas pirenaicas. ¿Cuál debería ser la ecotasa de ese embalse? 

No hay voluntad en este Plan Hidrológico Nacional de instaurar una moral medioambiental. Los máximos responsables siguen utilizando un lenguaje populista que habla de aguas que se “tiran” al mar, de ríos que no se aprovechar, etc. Toda la referencia a los valores medioambientales de este Proyecto en un país que prácticamente se ha quedado sin ríos, es la retórica y vaguedad del mentado Artículo 25.
III.6.- EL PLAN NACIONAL DE REGADÍOS DE REFERENCIA
Es preceptivo que el Plan Nacional de Regadíos acompañe al Plan Hidrológico Nacional. En este momento no sabemos qué Plan Nacional de Regadíos de referencia tenemos: el Plan socialista Horizonte 2005, el Plan Nacional de Regadíos del Gobierno popular Horizonte 2008, o las sucesivos pactos informales entre el Gobierno y las Comunidades Autónomas.

El actual ministerio de Agricultura nada dice al respecto más allá de las ofertas de un discurso ocasional, chalanero, como si la guerra del agua no fuera con él, a pesar de ser la agricultura su mayor consumidor, actividad que degrada aguas y ríos. Los usos para regadíos siguen siendo el gran agujero negro de nuestra hidrología. Se nos dice, con énfasis, que "ni una sola gota del agua trasvasada irá para nuevos regadíos". Nos preguntamos cómo se va a controlar lo que hasta ahora ha sido incontrolable, tanto más difícil cuanto que las aguas trasvasadas tienen entre sus objetivos cubrir dotaciones insuficientes, alegalidades e ilegalidades. Existe el campo abierto del mercado concesional, que aún lo complica todo un más. ¿Se va a poder mercadear con el agua trasvasada para la ilegalidad? 

La expansión del regadío es un tema que urge cerrar y controlar desde el rigor de la ley, no sólo en la zonas receptoras de los trasvases sino en el resto del país también. Hay que poner coto y mesura al populismo del regadío y la utilización política. Hay que abordar la retirada del regadío marginal y de un regadío oficial que en la práctica no existe, además del que está en vías de extinción por falta evidente de relevo generacional. Hay un regadío obsoleto y a tiempo parcial, que en parte es cultural y que acaba en esta generación, en exceso atomizado, incapaz de competir con la gran explotación tecnificada; es un regadío altamente consumidor de agua, que no cumple función social productiva, que está llamado a desaparecer por sí solo en apenas diez años, que en buena parte se está viendo reducido a una función de ocio y entretenimiento. En las áreas mediterráneas este tipos de regadío, en exceso atomizado, representa una cantidad muy relevante (CARLES, AVELLAN y Gª. NOLLA, 1999, MARTÍNEZ FDZ. J. 2000).

III.7.- LA FALTA DE PARTICIPACIÓN SOCIAL

La crisis democrática en una sociedad civil no estructurada: 
En medio de la profunda crisis que padece nuestro sistema democrático, en el que no hay más debate que el parlamentario, la participación de la sociedad es obligada en temas como el que nos ocupa; sin embargo está cercenada. Es obvio que ni a la acción de gobierno ni a la acción política les interesa el control social en los grandes temas, y menos un control científico. Es sabido que los vicios, endemismos, totalitarismos y perversidades posibles en un sistema democrático son ilimitados. Hoy, el nuestro deja mucho que desear; estamos muy lejos de ser una deseada y saludable democracia deliberativa (AGUILERA, 1999). 

Hay cuestiones sociales demasiado trascendentes como para que puedan estar en manos de un sólo poder: el político, el económico o de una connivencia de los dos, entre ellas las decisiones relacionadas con el agua y el medio ambiente, que exigen una participación real y honesta de la sociedad, a través de una información plural. La sociedad, "la gente", suele tener mucho sentido común, a condición de estar correctamente informada. Esa información no es posible sin el rigor profesional y la pluralidad de enfoques de un debate científico abierto a la sociedad. 

La pretendida participación social está oficialmente justificada a través del debate en los Consejos del Agua. Sabido es lo que representan estos Consejos, y su falta general de cualificación, de medios y de independencia. El énfasis que hace la Directiva Marco en relación con la participación social nada tiene que ver con el funcionamiento de esos Consejos, que son una participación porcentual establecida del poder político, por un lado, y de los usuarios por otro. Los usuarios quedan limitados a los sindicatos de riego y el sector hidroeléctrico. Todo lo demás es testimonial y, por tanto, inocuo. 

Los usuarios (regantes, hidroeléctricos y abastecedores) no deberían estar representados en esos Consejos más allá del derecho a exigir que les sean garantizados sus caudales concesionales, pero bajo ningún concepto pueden ser ellos quienes decidan qué uso se ha de dar a las aguas y a los ríos que quedan, y menos con esa mentalidad de reparto de un festín que les inspira. Esos usuarios son parte interesada; no les incumbe a ellos hacer la política hidrológica del país. Si alguien tendría derecho a estar representado con relevancia en esos Consejos, y no lo está, son las gentes afectadas por la inundación de las obras proyectadas en esos planes, por la desarticulación de sus vidas, de sus economías , de sus patrimonios y de sus comarcas, junto a las gentes y poblaciones que van a vivir aguas abajo de los nuevos embalses, obligados a asumir el riesgo de una eventual catástrofe hidráulica. 

En el proceso de participación que ha conducido a la elaboración de este Proyecto de PHN, esas gentes afectadas han sido los grandes olvidados, los “indios” del territorio, a los que se les puede expulsar a cambio de unas pretendidas compensaciones. Cuando muestran su negativa a pactar porque entiende que la pervivencia de determinados valores no es pactable, se les acusa de insolidarios, “de pensar más en sus intereses particulares que en el bien de España” tal como viene repitiendo últimamente el Presidente Aznar. Se ignora también que hay un mundo de afectados por esas políticas que aunque todavía no sean conscientes de esa afección, un Gobierno honesto debería velar por sus intereses, tales como el derecho a un medio con unos mínimos de calidad ambiental natural, a unos ríos impolutos y en libertad, Etc.

Un debate social desprofesionalizado:

No es fácil articular un debate social del agua y del medio ambiente, sobre todo cuando no hay voluntad política ni de gobierno de hacerlo. Profesionalizar el debate significa algo tan sencillo como dar oportunidad a la sociedad para que pueda conocer a través de los medios la opinión plural de los científicos y los técnicos de cualificación reconocida sobre un determinado conflicto, y más cuando es de la envergadura de este proyecto de Plan Hidrológico Nacional, en lugar de esas campañas de propaganda institucional con las que se nos viene acosando, en las que se afirma a la sociedad las bondades de este Plan y de su gran rigor científico. 

La propaganda institucional realizada a través de grandes anuncios de prensa, cuñas de radio y televisión, debería ser cortada de raíz, porque es perversa y desinforma; no da posibilidad de replica. Para el debate ideológico está el Parlamento.

Los grandes proyectos de consecuencias irreversibles, como el que ahora nos ocupa, deberían ir precedidos de una valoración técnica y pública encargada a equipos de personas relevantes, y no a expertos aislados como ahora se ha hecho. Así se hizo en su día con el Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional desde la Secretaria de Estado de Medio Ambiente del entonces MOPTMA. Los resultados negativos de aquel informe, encargado a un equipo de profesionales solventes (economistas, agrónomos, sociólogos, ecólogos) fueron un elemento importante en la desactivación interna y externa de aquel proyecto, que pudiendo haber sido aprobado a ritmo de "paseo militar" por la mayoría parlamentaria que ostentaba el Partido Socialista, no lo fue.

III.8.- LA SITUACIÓN DE DESCUIDO DE PRESAS Y EMBALSES
Somos un país que a costa de un gran esfuerzo de inversión pública en su día destinada a crear infraestructuras hidráulicas y no otros menesteres sociales, tiene ahora un inestimable patrimonio de grandes embalses, el más relevante del mundo por millón de habitantes. Hemos creado unos sistemas económicos y unas formas de bienestar que dependen ya de esos embalses; sin embargo, su duración no es eterna. Los embalses son ingenios perecederos, de vida limitada, condenados a morir por aterramiento y eutrofización de sus aguas. Estamos hablando de periodos de vida útil en general inferiores al siglo, o a los dos siglos como mucho. En ocasiones esa vida útil es notablemente inferior, de tan sólo unas décadas. De hecho, algunos embalses tienen ya colmatada buena parte de lo que fue su capacidad útil inicial. 

La carga de nutrientes que llega a los embalses procedentes del lavado de fertilizantes agrícolas y de los vertidos urbanos, va eutrofizando las masas de agua embalsadas hasta crear situaciones de hipertrofia que acaban acumulando un fondo de aguas putrefactas, anóxicas, que trasmiten olores y sabores al resto de la masa, hasta inutilizarla para determinados usos.

Contrasta la gran dependencia que tenemos hoy en día de esas obras con el escaso cuidado que les dispensamos. Se sabe que un alto porcentaje de sus aliviaderos de fondo están dañados, que no funcionan, lo que en sí mismo constituye un riesgo para el control de esos ingenios frente a eventuales situaciones de riesgo catastrófico. No hay estudios ni atenciones relevantes que cuantifiquen toda esa situación o la domestiquen. El presente Plan ignora todo esto, ciego en aumentar la oferta del recurso. Carecemos de la consiguiente política de corrección y prevención de esas situaciones mediante las oportunas trampas de sedimentos, canales de bypass o correcciones de orden hidrológico/forestal. Todo lo más se hace una referencia general y obligada al problema, prometiendo campañas de repoblación forestal en no se sabe dónde, cuando, cómo ni porqué 

Llama la atención que un problema de tamaña trascendencia –el aterramiento de los embalses_ no sea recogido, analizado y diagnosticado de forma explícita en un plan hidrológico nacional que nace con vocación de servir al futuro. No hay la menor referencia a estos problemas, porque no generan beneficios, no son políticamente vistosos, y no están estudiados.

III.9.- EL PROBLEMA RECURRENTE DE LAS SEQUÍAS
Las situaciones de mayor conflictividad y alarma social relacionadas con el uso del agua se producen en España en ocasión de las sequías, que es cuando los medios se ocupan con profusión y sensacionalismo del problema; es cuando se deforman las realidades, se suman malestares y se mezclan los problemas y situaciones, tales como la situación del secano con los problemas de desabastecimiento a los regadíos o a las ciudades. Es cuando los responsables políticos de la Administración, para magnificar la imprevisibilidad de la situación libran cantidades ingentes de dinero público por la vía de la urgencia, sin proyecto técnico y sin estudio previo alguno de alternativa o viabilidad. Hay un amplio historial de actuaciones en este sentido, que en un proyecto de Plan Hidrológico Nacional deberían ser referidas y analizadas, tales como las que se pusieron en marcha en ocasión de la célebre “metasequía” en 1995, que permitió librar por el procedimiento de urgencia decenas de miles de millones de pesetas en proyectos que fueron un alarmante fracaso general, como aquel negocio del transporte de agua a Mallorca 

¿Alguien se ha ocupado de analizar los resultados de los fracasos de nuestras políticas "hidráulicas" modernas, con todas las planificaciones, contradicciones y falsas predicciones habidas? ¿Qué nivel de eficiencia alcanzó aquella súper derrama urgente de dinero público de la "metasequía"? Personalmente conocemos proyectos que suman varios miles de millones de pesetas, que resultaron absolutamente inútiles.

Somos país en el que la sucesión de episodios secos, a veces muy largos y muy secos, es la norma, que forma parte de una realidad natural que no acabamos de integrar en nuestra cultura hidrológica ni en nuestra memoria. La magnitud y duración de lo que puede dejar de llover en esas situaciones nos son de sobra conocidas. Sin embargo, cuando acontecen pretendemos valorarlas como una realidad imprevisible, como si se tratase de la caída de un meteorito o de un gran terremoto; es cuando se aprovecha para decir que son necesarios más y más embalses. 

En cierto modo se podría decir que las sequías ni siquiera existen. Son una realidad fabricada en la medida que hemos creado antes unas demandas que ni el orden natural ni los sistemas hidráulicos construidos pueden asumir. Sabemos cuánto llueve en los años normales, cómo puede variar la distribución anual de esas lluvias, cuánto llegan a durar las series de años secos, y cuánto podrían llegar a durar (aunque no las hayamos constatado todavía en nuestra corta historia de registros); continuamente batimos nuestros propios record: la primavera más seca jamás conocida, el verano más seco del siglo, el mes seco y más cálido, el cuatrienio, el lustro o el decenio menos lluvioso jamás registrado, etc.

 No es impensable para nadie que la situación de la sequía de 1991/95 pudiera repetirse en un futuro relativamente próximo, y más con las conjeturas del cambio climático en las que estamos, con seis, siete, ocho o más años de duración, tal como ocurrió con la última gran sequía que padeció California, que se prolongó durante nueve años. Pero preferimos jugar a olvidarnos de las realidades. Somos proclives a tensar demasiado las demandas y los sistemas de consumo a costa de perder seguridad. En cualquier caso, la demanda crece y crece de manera irresponsable confiando en que cuando el sistema no aguante "Dios (el Estado) proveerá" con, nuevas oleadas de embalses, trasvases, desalinizadoras, etc.,... siempre a costa del presupuesto general. 

Podríamos decir que las sequías responden hoy más a la falta de previsión y a la irresponsabilidad a la hora de asumir las consecuencias que al comportamiento de una naturaleza imprevisible. Hay regiones y cuencas que dicen llevar siglos “mirando al cielo” para ver si llueve, intentando así conmover a la sociedad de su penuria y de la necesidad de importarles recursos foráneos; mientras, la superficie de regadío y las urbanizaciones consumidoras de agua, crecen año tras año (MARTÍNEZ/FDZ, J. 2000).
Quien en estas condiciones permite que se desarrollen nuevos sistemas económicos que dependen del agua, debe ser responsable de las consecuencias de la realidad hidrológica en la que se instalan, diseñando estrategias previas adecuadas, particulares o colectivas, públicas o privadas, y en cualquier caso asumiendo las consecuencias. Sin embargo, vemos cómo la picaresca privada y la irresponsabilidad administrativa prefieren recurrir a la política de los hechos consumados, de forma que llegado el momento sea el conjunto de la sociedad quien se responsabilice de una situación de insostenibilidad, para la que se reclaman actuaciones públicas que además de su elevado coste representan una gravísima afección a los patrimonios, valores, identidades, calidad ambiental y expectativas económicas ajenas de comarcas, valles y gentes que deben ser sacrificados en aras de una falsa solidaridad y de un reparto pretendidamente más justo del agua del país, que traen ese dolor humano y obligan al desalojo. 

Hay una percepción en quien reclama el agua ajena de que ésta viene de "ninguna parte", y que los impactos sociales y patrimoniales son menudencias. A veces se juega con planteamientos pueriles, como cuando el Ebro lleva una gran avenida, que reclaman que con las aguas que esos días se tiran al mar se podría cubrir el déficit hídrico del Segura durante equis años, sin plantearse cómo se retienen esas aguas, en cuantas decenas de embalses, como se conducen hasta el lugar de destino, como se almacenan allá y cuanto cuesta todo eso. 

El conjunto de la sociedad actúa como si las grandes inversiones de dinero público exigidas para corregir y alimentar esas dinámicas de insostenibilidad hidrológica creadas en determinadas zonas no fuesen en detrimento de otras inversiones sociales tal vez más perentorias. 

Un plan hidrológico nacional no puede eludir un debate profundo y operativo del fenómeno de las sequías y de los pretendidos “déficits hídricos”, que son parte consustancial de nuestra singularidad hidrológica. Es su obligación controlar la demanda y analizar escenarios y promocionar estrategias y acuerdos concretos entre los usuarios de un determinado sistema para cuando llegan las sequías, en donde los daños y los riesgo deben ser asumidos de forma equitativa. Esa dinámica empieza por la constitución de las Comunidades Generales de Usuarios, que es un campo en el que todavía queda mucho camino que andar (DE MIGUEL,1998).

Lejos de una actitud responsable vemos cómo la política de este proyecto de Plan Hidrológico Nacional se resuelve en una nueva huida hacia adelante, ofreciendo más recursos, buscando una enésima salida o acuerdo de "punto final", para algo que en sí mismo no tiene convergencia posible si no es desde el cumplimento estricto de la Ley y de la imposición de unos límites, como ocurre con todo en la vida 

El Real Decreto de la Sequía de mayo de 1992 -con la declaración de interés general y urgencia de un gran conjunto de obras que tanta cola han traído-, es una de esas realidades de nuestra permanente huida hacia adelante en el problema de las sequías. Es la manifestación de nuestra sequía mental y de la falta de voluntad política de resolver los problemas del agua.

Las sequías en los sistemas de regadío han sido originadas por un aumento de la superficie regada allí donde no podía aumentar, o por el paso hacia cultivos de mayor consumo sin reducir la superficie regada.

En el caso de los abastecimientos urbanos lo primero que hay que matizar es que cuando llegan las sequías raramente se crean situaciones de desabastecimiento sino de restricciones temporales en determinadas horas del día, que son medidas incómodas, que en los edificios antiguos, no preparados para tamaña eventualidad los grifos se ven sin agua. A pesar de tratarse de una alteración de la forma temporal de suministro del agua para evitar las pérdidas nocturnas en redes mal conservadas. Las causas más generales de esas situaciones suele ser, por un lado, la falta previsión (particularmente flagrante en las zonas de regadío, en donde por Ley el uso del agua disponible para las necesidades urbanas es prioritario frente al del regadío) y, por otro lado, el deplorable estado de las redes de distribución, siempre faltas de unas políticas de conservación adecuadas debidas a que el planificador hidrológico se ha desentendido del problema, diciendo que es una cuestión que sólo compete a los municipios

Cuando llegan las sequías se genera un ambiente colectivo especial en el que lejos de aprender de la situación y pedir responsabilidades, se hecha mano a la imprevisibilidad de la Naturaleza y a la improvisación. Se exageran las situaciones utilizando un lenguaje metafórico y apocalíptico, y se reclama la solidaridad de las regiones que viven "aferradas a su botijo" (MARTÍNEZ GIL, 1993 a). Los mayores disparates técnicos y los torpes populismos pasan entonces a formar parte de un lenguaje social desilustrado. 

De todo este singular problema no presenta el actual Proyecto de PHN la menor documentación técnica ni el menor planteamiento. Todo queda nuevamente limitado a un inocuo Artículo 27, titulado “Gestión de las Sequías”: 

"El Ministerio de Medio Ambiente, con el fin de minimizar los impactos ambientales, económicos y sociales de eventuales situaciones de sequía, establecerá un sistema de detección de sequía a través de un sistema global de indicadores que sirva de referencia general a los Organismos de cuenca para la declaración formal de las situaciones de alerta y la modulación de posibles restricciones o actuaciones excepcionales, incluidos los trasvases".
III.10.- LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS
Las aguas subterráneas son hoy más que nunca parte esencial de las alternativas a los problemas de cantidad y calidad de la realidad hidrológica española, posibilitando actuaciones que no exigen grandes inversiones de dinero público, no plantean obras relevantes, y son reversibles y prontas de ejecución. Ocurre, sin embargo, que no generan grandes derechos concesionales privados para los lobbies del poder económico, no movilizan presupuestos billonarios, no reparten prebendas, no producen electricidad, etc. Son razones por las que la solución a los problemas por la vía de las aguas subterráneas, que en un buen número de situaciones son obvias, siguen siendo subestimadas y minimizado su valor estratégico (FUNDACIÓN MARCELINO BOTÍN: Papeles del Proyecto Aguas Subterráneas, DE MIGUEL, 1999, y MARTÍNEZ GIL, 1995).

Con ser grande el papel que ahora juegan y muy grande también el que pueden llegar a jugar en las nuevas estrategias de gestión, las aguas subterráneas siguen sin ser consideradas por el planificador, incluso llegan a producirse situaciones hacia atrás, tal como ocurre en los planteamientos que el Plan Hidrológico Nacional se hace en la cuenca del Júcar, en donde la desestimación del potencial estratégico tradicional de las aguas subterráneas ha hecho aparecer por encanto un déficit hídrico del orden de 350 hm3/año (SAHUQUILLO, 2000).

Todo esto ocurre porque se ha perdido el sentido del bien hacer en lo pequeño, en aquello que Joaquín COSTA al final de sus años llamaba "la pequeña política hidráulica", es decir, la política del bien hacer con las muchas pequeñas cosas, el arte de saber hacer más con lo mismo frente al arte de pedir al Estado; el arte de la eficiencia que nace de la escasez (MARTÍNEZ GIL, 1996)

En este proyecto de Plan Hidrológico Nacional las aguas subterráneas vuelven a quedar limitadas a la referencia general y abstracta. No ocurre así con las obras hidráulicas, que aparecen especificadas en las largas listas concretas de actuaciones, perfectamente definidas en el tiempo y el espacio, recogidas en el Anexo II. 

Hoy en Aragón -por referirnos al dominio hidrológico que personalmente mejor conocemos-, se puede decir que las aguas subterráneas combinadas con otras estrategias complementarias son capaces dar respuesta segura, barata y pronta, exenta de conflictos sociales y de destrucciones medioambientales, a la mayor parte de los grandes problemas que plantean las actuaciones de las obras previstas en el Anexo II tal como son justificadas en las memorias de sus respectivos proyectos técnicos. Otra cosa es que esas obras tengan en realidad destinos diferentes, no confesados, en cuyo caso estamos ante un problema grave, demasiado habitual, al que los tribunales de Justicia deberían poner coto: el desvío premeditado de los objetivos que justifican los proyectos públicos. 

Algunos de los grandes y más polémicos proyectos contemplados en este Plan, que tienen clara alternativa en el uso de las aguas subterráneas (aparte del ya referido déficit hídrico del Júcar) son la presa de Biscarrués (río Gállego) y la de Santaliestra (río Esera), el recrecimiento del canal de Lodosa y el embalse de La Loteta (ambos en el valle del Ebro), el embalse de Mularroya (río Grío/Jalón), el proyecto de abastecimiento de aguas de calidad a Zaragoza y su entorno (ramales del Jalón y Huerva), etc.,... por no citar más que algunos de los proyectos de la cuenca del Ebro. Entre todos suman actuaciones de varios cientos de miles de millones de pesetas, amén de los graves conflictos sociales que generan y de las ruinas medioambientales que desencadenan. 

Sabida es la falta de organización que hay en la explotación de las aguas subterráneas, tanto a nivel colectivo de usuarios como administrativo, que en algunas regiones se ha resuelto en libertinaje absoluto, ante el que la Administración ha tirado la toalla (casos de Murcia y La Mancha Occidental). 

El problema de la falta de protección de la calidad de los sistemas acuíferos es de una irresponsabilidad absoluta de cara al futuro inmediato del país (SAHUQUILLO, 2000). Hoy vemos cómo el gran capital multinacional se afana en comprar los pequeños manantiales y plantas familiares de agua para embotellar por lo que en sí mismo representan esas aguas subterráneas, pese a todo tan desprotegidas. Las aguas termales y minerales, oficialmente no existen para esta Ley.

Habría que recordar aquí unas palabras del Libro Blanco del Agua: 

"A la hora de abordar el problema del agua es fundamental entender, desde el primer momento, que no existe tal problema del agua en abstracto, y lo que en realidad existe no es sino la suma de muchos y muy diferentes problemas parciales, distintos, que a veces se entrecruzan, que divergen; problemas antiguos que desaparecen, otros nuevos que emergen" (LBAE, pág. 4).

En esa lógica, las aguas subterráneas deberían tener un protagonismo que nunca han tenido para el planificador, obsesionado en resolver "el problema del agua en España" mediante esa operación magistral, taumatúrgica, que para él es la corrección del desequilibrio hidrológico nacional mediante grandes trasvases, ignorando que ese desequilibrio natural no existe, que es un desequilibrio antrópico. El único desequilibrio nacional a corregir, el más grave y perentorio de todos es la falta de voluntad política de resolver los problemas del agua frente a una realidad que lo exige. El pretendido desequilibrio hidrológico de España es una creación de la torpeza humana que el planificador pretende resolver con otra torpeza. 

* * *

CUARTA PARTE

CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

IV.1.- CONCLUSIONES:

PRIMERA: 

El actual Proyecto no es un Plan Hidrológico Nacional:

Un Plan Hidrológico Nacional que ignore las realidades hasta aquí comentadas, nace muerto. No es un plan hidrológico sino una huida adelante, una gran irresponsabilidad histórica. 

El proyecto elaborado por el Ministerio de Medio Ambiente sometido aquí a valoración no analiza -y en consecuencia no da respuesta- al complejo panorama de problemas y retos que al comienzo del siglo XXI tiene planteada la gestión del agua en España. No representa más que el análisis sesgado de una alternativa de solución a uno de los problemas, concretamente el que plantean las llamadas "cuencas estructuralmente deficitarias". El resto de problemas no son contemplados, tal vez por entender que ya lo están en los respectivos planes de cuenca, que es preciso recordar que en su día fueron aprobados como simples catálogos de ideas.

Los "déficit estructurales" a los que se refiere este Proyecto son una forma eufemística de diagnosticar la alarmante situación de desorden, atraso y permisividad que reina en determinadas zonas del territorio peninsular español, en donde la Administración hidrológica lleva décadas incapaz de contener la demanda, alimentando una espiral de insostenibilidad que ha deteriorado o destruido recursos hídricos y valores propios y ajenos. La actual Administración, que es juez y parte del problema, no es hoy por hoy autoridad moralmente adecuada para diagnosticar el problema del agua en esas cuencas “deficitarias”.

Seguir manteniendo la espiral de insostenibilidad en esas zonas, afecta de manera grave a las expectativas y a la calidad de vida de personas y regiones obligadas a padecer el desalojo y/o el riesgo para muchas gentes de tener que vivir al pie de un gran embalse. De forma no explícita este proyecto (trasvasista) contempla la necesidad y urgencia de las presas pirenaicas del Pacto del Agua. Paradójicamente, reconoce el Proyecto que las necesidades contempladas en ese Pacto están maximizadas, pero que al formar parte de una pretendida “deuda histórica” arrastrada desde 1915 en materia de regadíos, hay un conjunto de obras polémicas que deben ser acometidas por la vía de urgencia, más allá del propio proceso planificador nacional. 

La forma de pretender centrar el problema del agua del país en la pretendida insolidaridad de Aragón pone de manifiesto la realidad de este Proyecto, que es el asalto hidrológico al Pirineo, el último oasis hidrológico del país, obsesión recurrente desde el año 1940. Por eso, las obras pirenaicas aragonesas acaban de ser sacadas a licitación en un acelerado proceso administrativo; todas está en los Tribunales de Justicia. 

Los planteamientos de este Plan Hidrológico Nacional, tan largamente esperado, no responden a lo que se suponía deberían ser a estas alturas las filosofías de un Ministerio de Medio Ambiente en política del agua. Es un Ministerio que en nada se parece al que en tiempos de oposición prometió al país el actual Presidente del Gobierno (AZNAR, 1995). No responde tampoco a la moral predicada en la Directiva Marco sobre Políticas del Agua, aprobada en diciembre del 2000.

El presente Proyecto es el resultado de la dinámica de círculo cerrado y endogámico en la que se ha gestado. La solución trasvasista es ofrecida como el mejor y único remedio a una situación de demanda en sí misma insaciable. No está en la voluntad del planificador hacer frente a los complejos problemas que plantea esa demanda mediante otras soluciones que no sean los trasvases, lo que en sí mismo es una gran torpeza política de gobernante. 

Siempre se ha dicho que los trasvases serían “la última solución a adoptar, cuando todas las demás alternativas hubiesen sido razonablemente agotadas”. Se diría que al Ministerio de Medio Ambiente no le interesan las alternativas, supuestamente presionado y obsesionado por un megaproyecto hidráulico diseñado en la España de hace sesenta años, sobre el que se mueve un gran mundo de intereses privados que hoy en día no siempre son ya coincidentes con el interés general del país. 

En situaciones coyunturales, como son las del regadío (el gran agujero negro de nuestra hidrología) y con tanta incertidumbre por delante, es evidente que las soluciones a los pretendidos problemas del agua deben ser prontas, elásticas y reversibles, de acuerdo con el "principio de precaución"

SEGUNDA:

Las hipótesis sobre calidad y cantidad del agua a trasvasar son erróneas: 

La idea inicial de que el Ebro tiene aguas "sobrantes" responde a un concepto científica y moralmente inaceptable que debe ser desterrado incluso como forma de expresión. Pretende el Proyecto que todo caudal superior a 100 m3/s en la desembocadura del Ebro representa volúmenes excedentarios de agua que el río "tiraría" al mar, que es una expresión manipuladora y perversa que solicitamos sea retirada del lenguaje oficial. Esa cifra está profundamente contestada por la comunidad científica especializada en el problema del tramo final del Ebro y su delta.

Es evidente que los "sobrantes" así fijados son notablemente superiores a los calculados si ese caudal mínimo, pretendidamente “ecológico” (otra expresión perversa a retirar) fuera establecido en 200 m3/s o en los 300 m3/s que valoran los científicos, en cuyo supuesto no existirían los pretendidos sobrantes. La elección de la posición de la cuña salina a la altura de la isla de Gracia como referencia, que sirve para justificar esos 100 m3/s, es un criterio en sí mismo arbitrario ¿Por qué no 150 m3/s? Sencillamente porque las cuentas trasvasistas no saldrían

La cuenca del Ebro, al igual que ocurre con casi todas las grandes cuencas hidrográficas españolas, está ya profundamente degrada. Una nueva sustracción como la planteada, equivalente a un caudal casi constante equivalente a 33 m3/s que en determinados momentos del años sería superior a los 50 m3/s, es una vuelta de tuerca más a la situación, que lleva camino de convertir al Ebro en la triste realidad que hoy en día es el Segura y otros tantos ríos hasta hace poco sanos. Un trasvase como el pretendido al Ebro está abocado a aumentar su estado de degradación general y a crear situaciones de tensión social e insalubridad pública en ocasión de las series de años secos. 

Los trasvases proyectados se perfilan básicamente como una suma de grandes negocios privados, unida a la propia torpeza y terquedad política. Para su justificación no se duda en utilizar el mito y el sentimiento que despierta la demanda "agónica" del pobre regante del sureste. Una vez más, el Gobierno catalán, apenas protagonista de este debate, se llevaría un trasvase de cerca de 200 hm3/año, amén de otras importantes actuaciones para atender a una situación de demanda de la zona de Barcelona que sólo se justifica desde la parte interesada.

Los pretendidos sobrantes del Ebro son incompatibles con las razones que han servido para construir la presa de Itoiz en Navarra (57.000 ha), la de Rialb en Lérida (50.000 ha), y las presas del Pacto del Agua de Aragón (220.000 ha), además de la ampliación de la zona regable del Canal Imperial, el recrecimiento del Canal de Lodosa ( 9 m3/s adicionales) y otra serie de proyectos y promesas contemplados en el Plan de Cuenca, que el Proyecto recoge en su integridad en el Artículo 31.3 y en el Anexo II. Entre todas representarían una nueva detracción superior a los 4.000 hm3/año.

Es denunciable la ambigüedad de todos los planteamientos, pues el mismo proyecto reconoce que se trata de demandas maximizadas. Si son maximizadas por qué razón figuran en el Plan Hidrológico nacional Proyecto, a ejecutar antes del año 2008 desde el compromiso de una Ley.

La valoración en 52 ptas/m3 el precio del agua trasvasada encierra trampa y cartón evidentes; ese coste sólo puede ser analizado por equipos de expertos y valorado después desde el debate público. Hay elementos suficientes para opinar que el precio real de ese agua será considerablemente mayor. Hay que señalar que no hay ninguna responsabilidad personal prevista en caso de que así sea.

Parece evidente que fuere cual fuere el precio final de esas aguas, siempre estará el consumidor urbano, que una vez atemorizado de que las aguas de su red deben ser sustituidas por aguas de “calidad” del Ebro, las aceptará al coste que le sea impuesto. Está, finalmente, el mundo de la especulación urbano/turística, capaz de asumir cualquier coste. La hectárea de un tomillar a precio de monte puede pasar de no valer nada a decenas de millones,... ¡a condición de tener agua¡ 

El Proyecto no refiere el menor estudio de mercado en relación con el volumen de compradores dispuestos a pagar ese precio de 53 pts/m3. Ante la eventualidad de que una vez hecha la obra (en un 56% justificada para las demandas del regadío) no hubiese compradores a ese precio, es obviada diciendo (of de record) que el precio final al usuario será un precio político, situado tal vez en torno a las 30 ptas/m3, según determinadas manifestaciones públicas hechas por algunos altos cargos la Administración hidrológica. Si es así, el “pufo” social de la operación trasvasista sería la diferencia entre ese precio político y el coste real del agua trasvasada que sin duda será muy superior a las 100 ptas/m3. Si situamos esa diferencia en 100 ptas/m3 y multiplicamos por los cientos de miles de millones de metros cúbicos a trasvasar cada años en esas condiciones, sabremos de qué desvíos y de qué sangría económica estamos hablando. 

TERCERA

La permisividad, el desorden administrativo y la ilegalidad, son un problema de primera magnitud; no es posible ninguna planificación sin antes resolverlo. La reforma física, mental y moral de la Administración hidrológica y medioambiental es una necesidad ineludible.

La mayor parte de los problemas del agua (pequeños y grandes) que nos aquejan son consecuencia de una Administración hidrológica material y mentalmente inadecuada a las funciones que le exige el nuevo paradigma. Cada vez está más apartada de sus tareas. En materia de gestión están pasando progresivamente a ser asumidas por esa administración hidrológica paralela que "de facto" empiezan a ser nuevas Sociedades Estatales del Agua. 

Cuando nos referimos a la Administración, no estamos pensando en el funcionariado sino en el responsable político de cada momento, con su eventual equipo de altos cargos de ocasión por él nombrados, que crean una estructura en exceso autoritaria que llega a castrar la posibilidad de todo juicio crítico interno y de emergencia de un pensamiento creativo. Esa situación se traduce en la desprofesionalización que hoy en día padece ese sector de la Administración, en la que decisiones relevantes son tomadas en contra de la opinión y valoración oficial de los propios técnicos de carrera. Esta realidad es especialmente grave en lo que respecta a los procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental y en el estudio de alternativas a los problemas, entre ellas las de las aguas subterráneas. 

La Administración hidrológica está necesitada de una profunda reforma que la adecue en medios y en mentalidad al paradigma actual, que no es otro que la gestión de la demanda, la protección de la calidad, la eficiencia en el uso del agua, el orden administrativo y el respeto a los valores medioambientales en juego, en un país que se ha quedado sin ríos, degradados como están por la contaminación, la detracción abusiva y generalizada de caudales para el regadío y para la producción hidroeléctrica. 

El sector hidroeléctrico español, gracias a un generoso patrimonio concesional es de hecho el son dueño real del uso y destino de los ríos del país. Toda forma de gestión, hidrológica y medioambiental está hipotecada a esa realidad, tal como ponen en evidencias las cuentas económicas de las diferentes opciones trasvasistas planteadas en la documentación técnica adjunta al proyecto de Plan Hidrológico Nacional, en dónde cualquier alteración del régimen hidrológico actual está obligada a pagar una elevada compensación por la presunta afección a los derechos de turbinado potencial.

Entre los problemas a abordar por una Administración renovada están: el desorden administrativo, las ilegalidades, la invasión del domino público hidráulico, la degradación generalizada de los ríos, la falta de una figura semejante a la contemplada en la Ley americana de ríos escénicos y salvajes, el problema del agua de ingesta, la situación de grave deterioro y bajo grado de ineficiencia de las redes de distribución de agua urbana, la esquilmación de valores ambientales, la falta de estrategias ante las situaciones de sequía, la situación de abandono de los embalses, el descontrol del consumo del agua en el regadío, la demanda falta de control de la demanda, el descontrol de los acuíferos, la falta de una policía fluvial adecuada, la falta de un servicio de limpieza de riberas, la desprofesionalización y desmotivación del funcionariado, la falta de unos mínimos niveles de democracia interna en las instituciones, la nula función de control participación social que representan los actuales Consejos del Agua, las políticas todavía imperantes de improvisación y actuaciones de urgencia, etc.,

La regeneración pasa, a nuestro entender, por el traslado inmediato de la Dirección General de Obras Hidráulicas a sus funciones y lugar naturales (hoy en día el Ministerio de Fomento). 

Es necesaria una profunda regeneración moral de las filosofías y actitudes del Ministerio de Medio Ambiente en relación con el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, convertido hoy en un acto de la conveniencia política del Gobierno, que ha dado lugar a un océano de despropósitos y abusos que atentan contra la dignidad de los ciudadanos y contra los valores del territorio. Hoy esa Administración es incapaz de respetar proyectos que están en los Tribunales de Justicia, dispuesta siempre a jugar con la ventaja de los hechos consumados y la falta de punidad personal que llevan a situaciones en las que, en caso de condena firme, sería imposible reparar el daño ocasionado. 

Esa actitud es particularmente condenable cuando las obras que pretenden bendecir con esas Evaluaciones de Impacto Ambiental llevan a declaraciones políticas en positivo de actuaciones que no son urgentes, cuando los problemas que pretenden resolver no existen, cuando son moralmente indefendibles y cuando representan riesgos potenciales razonablemente ciertos para la población. Nos referimos, entre otras, a la situación de obras como la presa de Itoiz y, más recientemente la adjudicación del recrecimiento de la Yesa, la construcción de las presas de Biscarrués, Castrovido (Arlanza), Caldas de Reis (Umia), además de un largo etc.... y de modo especialmente deplorable la de Santaliestra en el río Ésera. 

CUARTA

Es necesario y urgente profesionalizar el debate político y social del agua, a la vez que desterrar determinadas formas de un lenguaje pseudo hidrológico .

La información que llega a los ciudadanos sobre los problemas del agua adolece de un marcado nivel de desprofesionalización y, en consecuencia, de rigor. Está en general reducida al conflicto entre Aragón y gentes del delta del Ebro, con las Comunidades receptoras de los trasvases. La información que invade al ciudadano está muy deformada por un discurso populista y por la complicidad de determinados medios que han hecho de la cuestión una auténtica "cruzada" regional, incapaces de articular un debate social plural e ilustrado. Urge desterrar el lenguaje perverso, deshonesto, apocalíptico o triunfalista, utilizado en esa información, absolutamente impropio de una Administración pública, porque desfigura las realidades al apelar a principios morales como el de "solidaridad" colectiva, el reparto "justo" del agua", el "interés general", el "bien de España", la "vertebración del Estado", etc., que nada tienen que ver con el problema

Hay un lenguaje que apela a la "sed" que pasan algunas comarcas, en donde el agua sería un recurso "escaso". Hay que informar que el agua es el recurso más abundante de la superficie de la Tierra; de hecho, la mayor parte de la que utilizamos en usos consuntivos (el regadío) ni siquiera pasa por contador sólo podemos hablar de "escasez" en la medida en que nos empeñamos en manteniendo pautas de uso y consumo que no son ya sostenibles. 

El uso del agua en general -y de modo especial en las zonas mediterráneas-, exige hoy más que nunca sabiduría, respeto, responsabilidad y limitación; en definitiva, una auténtica cultura del bien hacer. Sólo cuando no se está dispuesto a instaurar esa cultura del agua se puede afirmar que el agua es escasa, y que los trasvases son una obligación moral de solidaridad colectiva. 

QUINTA: 

Hay espacios fluviales que tienen ya un uso y un destino social, aunque no tengan concesión administrativa, que deben ser respetados, y que este Proyecto no respeta al incluir en la Ley la exhaustiva relación de obras del Anexo II, y el Pacto del Agua en su articulado.

Los valores medioambientales del agua y de los ríos no son recogidos en este Proyecto. Antes de proceder al "último reparto" del agua en un país tan hidrológicamente diezmado como el nuestro, es moralmente obligado establecer una lista de tramos de cauces, cabeceras de ríos, ríos enteros y espacios hídricos intocables, que forman parte (ya apenas testimonial) de un antiguo patrimonio de naturaleza hoy casi desaparecido, al que tienen derecho las generaciones venideras, nuestros hijos, las gentes que viven en esos lugares y los que los "usan" para la simple contemplación o para los disfrutes lúdicos como la pesca o el descenso de aguas bravas, que además son actividades capaces de crear economías sociales muy relevantes, mayores que la propia producción hidroeléctrica. Los espacios más relevantes que en ese sentido aún nos quedan está amenazados de desaparición bajo los embalses contemplados en este Plan. 

Muchos de los lugares condenados a desaparecer bajo las aguas de los embalses proyectados tienen ya un destino y un uso social y públicos, aunque no tengan concesión de caudales. Tampoco la tienen muchos de los grandes regadíos, lo que no implica el reconocimiento tácito de la función de las aguas utilizadas.

Un Plan Hidrológico Nacional que va a nacer en la realidad del tercer milenio debería incluir una lista generosa de valores y espacios fluviales a proteger, cuando menos tan extensa, concreta y prolija como la lista de embalses contemplada en el Anexo II del Proyecto de Ley de Plan Hidrológico nacional.

 La inclusión del Pacto del Agua en un artículo específico de la Ley (Art. 31.3) no deja de ser un enorme despropósito medioambiental y social, fruto de la frivolidad de un juego político que ha perdido la mesura. Sus obras más señeras, los embalses pirenaicos, carecen del menor sentido no sólo medioambiental sino también económico social, cultural y cultural. La reciente adjudicación de esas obras, sabiendo que están en los Tribunales de Justicia, resta libertad a los jueces, máxime si un día tuvieran que dictar sentencia condenatoria y para entonces estuvieran esas obras ya ejecutadas o en avanzado estado de ejecución. Estamos ante un tipo de actuaciones que atentan no sólo al bien hacer hidrológico sino a las propias esencias del estado de derecho. Itoiz ha sido y es el máximo exponente de una política lamentable, que continua en vigor.

Hay que denunciar la deplorable política de "amistad" y conveniencia llevada a cabo por el Ministerio de Medio Ambiente, tanto en la anterior legislatura y en la presente, con los grandes sindicatos de riego en proyectos y promesas que correspondería analizar y en su caso impulsar al Ministerio de Agricultura. Hoy ese noviazgo es utilizado como coartada social. Así lo denunciamos.

SEXTA:

El Proyecto elude el obligado debate sobre el futuro del agua de ingesta, que podría condicionar las esencias de los actuales planteamientos, que afectan al 44% del agua a trasvasar por razones de calidad ¿Calidad, para qué uso?

Es necesario un plan hidrológico que aborde un debate profundo sobre le problema del agua urbana y el agua de ingesta. El agua de ingesta exige unos límites de calidad química que en el panorama de degradación generalizada del medio hídrico en el que estamos inmersos no está claro que puedan ser garantizados desde la mayoría de las fuentes ordinarias de abastecimientos (los ríos). Más preocupante se muestra la cuestión de la calidad biológica; no parece que los sistemas de distribución a través de grandes redes urbanas, junto con los actuales métodos de esterilización, puedan garantizar esa calidad. De hecho, el hábito creciente de utilizar el agua embotellada de manantial para la ingesta empieza a ser práctica generalizado que muestra de forma incontestable el elevado nivel de desconfianza que existe al efecto, y no parece posible que pueda haber una marcha atrás en esta tendencia por elevada que sea la calidad del el agua puesta en la red. El agua embotellada de manantial o el agua obtenida por métodos de ultramicrofiltración o de ósmosis inversa, son hoy por hoy los sistema de aprovisionamiento de agua de ingesta más seguros, hacia los que sin duda se camina.

Abstracción hecha de la parte de agua urbana realmente utilizada para la ingesta, el resto de aguas requiere unos límites de calidad muy inferiores para los que “cualquier” tipo de agua puede llegar a servir. Esta circunstancia cambia totalmente los planteamientos tradicionales de las políticas hidrológicas de abastecimiento urbano y, en consecuencia, las de este proyecto de Plan Hidrológico Nacional. 

En cualquier caso, es necesario instaurar una serie de pautas sociales, colectivas y particulares, de buen uso del agua urbana, tanto para las necesidades industriales (en donde hay que ir imponiendo la reutilización y el reciclado) como para los usos domésticos, que eviten las enormes pérdidas en red, el consumo innecesario, potencien el ahorro y reduzcan la contaminación. Esas pautas son de obligada y urgente imposición en las áreas costeras mediterráneas, en donde la apetencia por el recurso para el desarrollo de la actividad urbano/turística es muy grande. 

SÉPTIMA:

Las sequías, conflicto recurrente de nuestra realidad hidrológica y de nuestros conflictos y alarmas sociales, es un problema eludido en este Proyecto.

 Llama la atención la ausencia de toda referencia en la documentación técnica del Proyecto de Plan Hidrológico Nacional al problema de las sequías, que es nuestra singularidad hidrológica por excelencia y la causa de las alarmas sociales más relevantes. 

Con trasvases o sin trasvases, las sequías seguirán formando parte de esa realidad. No es cuestión de saber cuando hay o no "sequía oficial" tal como pretende el Artículo 27 sino de prever y promover actuaciones entre los interesados para que cada vez que los usuarios de un sistema lo juzguen oportuno, con la ayuda de la Administración puedan hacer hagan frente a las situaciones.

 Las sequías hidrológicas no son en España eventualidades del destino sino realidades artificiales creadas por la mala gestión. Hubo en España sequías asociadas a grandes conflictos por el agua ya en época prerromana. Las hay ahora, que consumimos infinitamente más agua que entonces,... y las habrá en el futuro, mientras no seamos capaces de instalar una cultura del agua y del sentido común que sepa reconocer las limitaciones y exigencias de la realidad hidrológica mediterránea, ni distinguir entre el precio y el valor de las cosas.

Hay estrategias que competen poner en marcha a la Administración. En este sentido las aguas subterráneas de muchos sistemas pueden llegar a jugar un papel estratégico muy relevante. El proyecto de Ley ahora presentado, lejos de hacer referencia a escenarios y realidades concretas, se sale por la tangente de la inoperancia con el ya referido Artículo 27. 

La modernización del regadío como principal consumidor del agua en España, la autodisciplina y las normas desarrolladas en el seno de esas Comunidades de Usuarios, son elementos necesarios para la solución de las situaciones de sequía. El recurso a las aguas subterráneas en determinados sistemas de abastecimiento debería ser contemplado de forma explícita en un Plan Hidrológico Nacional, como forma normalizada y reglada de afrontar determinados episodios de "sequía". El papel de los bancos de agua es otra herramienta muy poderosa que este Plan no sabe cómo plantear. 

V. 2.- PROPUESTAS
PRIMERA: Retirar el Proyecto.

Dicho lo que antecede, procede exigir la retirada del presente Proyecto de Plan Hidrológico Nacional.

SEGUNDA: Articular un proceso de reforma de la Administración.
Iniciar de inmediato un proceso, con relevante participación social (científica, técnica, funcionarial) primero, ciudadana y política después, que plantee las bases para una inmediata y profunda reforma de la Administración hidrológica y medioambiental de este país, sin la cual ningún bien hacer presente o futuro es ya posible. 

TERCERA: Diagnosticar de forma objetiva determinadas realidades.
Poner en marcha una dinámica que de forma decidida haga un diagnóstico objetivo de las complejas realidades de las "zonas calientes" de nuestra hidrología, es decir, de las cuencas declaradas "estructuralmente deficitarias" que demandan trasvases, y de aquellas zonas en las que existen fuertes conflictos por causa de una explotación abusiva, desordenada y descontrolada de las aguas subterráneas, o por contaminaciones abusivas.

En tanto la reforma técnica y moral de la Administración hidrológica no sea una realidad, el diagnóstico objetivo de esas realidades no puede ser abordado si no es desde una "auditoría" científica y técnica, independiente y honesta, capaz de enunciar los complejos problemas de esas zonas y plantear las alternativas posibles en todas sus dimensiones (hidrológicas, económicas, sociales, ambientales, culturales, etc.) para que la acción política, previa información plural a la ciudadanía, decida en el Parlamento.

CUARTA: Consensuar una lista de actuaciones urgentes. 
Constituir una mesa de técnicos, científicos y funcionarios de la Administración que desde el carácter "poliédrico" de los problemas del agua en España, proponga a la sociedad y al Parlamento político una lista de actuaciones de fácil consenso social con las que abordar de forma inmediata las situaciones más urgentes.

QUINTA: Cerrar el debate del regadío en todo el Estado. 
Cerrar el debate del regadío en España, acabando con pretendidas deudas históricas obsoletas y con las aspiraciones o promesas de un populismo político trasnochado. Hay que olvidarse de planes y promesas de regadío que no se atengan a las realidades sociales de la España del tercer milenio, ni a criterios de justicia distributiva de los dineros públicos, sean del Estado o de los fondos europeos. 

Es obligado que el discurso político desligue la expansión del regadío con la idea de desarrollo y con el problema de la pervivencia del mundo rural, que es una cuestión diferente y muy compleja. Es necesario acabar con el discurso de la Administración que utiliza la promesa del regadío como coartada social para justificar unas políticas de obras que ocultan intereses no confesados.

El Plan Nacional de Regadíos del PSOE (Horizonte 2005) y el borrador del Plan Nacional Popular (Horizonte 2008) son esencialmente coincidentes en sus planteamientos, y contienen las bases para establecer esa "operación de cierre" del regadío, hoy todavía objeto de una política de “chalaneo” y compra de votos. La expansión ilegal del regadío en las zonas de déficit hídricos oficiales debe ser perseguida de forma inequívoca e implacable por la Ley.

SEXTA: Una moratoria para los proyectos de grandes embalses. 
Es necesario retirar, mediante la oportuna moratoria todos los proyectos de obras de embalses adjudicadas con el apoyo de Declaraciones Impacto Ambiental positivas que han sido tramitados en la pasada y en presente legislatura y que actualmente estén en los Tribunales de Justicia, que en su día fueron aprobados con injustificada urgencia y desde un autoritarismo reprobable, especialmente en el caso de los proyectos que tienen abiertas causas en razón de la alta conflictividad social que encierran y de los riesgos que conllevan para la seguridad de las personas situadas aguas abajo. 

SÉPTIMA: Abrir un debate científico sobre el agua urbana.
Abrir un debate científico sobre el futuro del agua de ingesta que impida abordar decisiones que nacen ya probablemente muertas, como las de este proyecto de Plan Hidrológico Nacional, en el que el 44% del agua a trasvasar es justificado para atender las necesidades de los abastecimientos de agua urbana o potable, entendida ésta como el agua apta para el consumo sistemático de boca. 

Urge dictar normas especiales en las zonas "estructuralmente deficitarias" para que las nuevas viviendas incluyan de forma preceptiva un sistema de recuperación de aguas grises así como la preinstalación de una doble conducción para el agua de ingesta, que en un futuro próximo tal vez haya que "preparar" en cada edificio o en cada vivienda.

En las zonas costeras mediterráneas hay que instar al ahorro doméstico obligando a instalar de fontanería y grifería adecuada, tarifas que limiten el despilfarro, y un plan hidrológico preceptivo a cada nueva vivienda unifamiliar que contemple la recuperación de las aguas de la ducha y el baño para su utilización en el inodoro y jardín. En las viviendas residenciales debería ser tal vez también preceptiva la recogida de aguas pluviales, así como la limitación de la superficie privada ajardinada con plantas altamente consumidoras de agua, en favor de plantas ornamentales autóctonas y xerófitas, y la restricción del número de piscinas particulares. 

Es obligado trabajar en esas zonas para el advenimiento de una auténtica "cultura mediterránea del agua", como única forma de acabar con problemas seculares planteados por una apetencia especulativa del recurso en sí misma insaciable, que plantea serios problemas sociales a otras regiones del resto del país, a las que se les amenaza con la detracción caudales significativos de sus ríos, y exige inversiones públicas cuantiosas para resolver problemas que son el resultado de un mal hacer evidente.  

OCTAVA: Retirar las formas de propaganda institucional. 
Retirar toda forma de propaganda institucional hecha mediante anuncios pagados con dinero del Estado, sea en los medios escritos, en la radio o en la televisión, que hoy nos invaden con contenidos absolutamente lamentables, engañosos, cuando no perversos, que abogan por las bondades incuestionables del actual proyecto de Plan Hidrológico Nacional, que en cualquier caso están fuertemente contestadas por quienes tienen largos saberes acreditados en el tema. Esa propaganda otorga al Ministerio de Medio Ambiente un bien saber discutible.

Esa propaganda institucional de costes millonarios, debe ser sustituida por la articulación de un programa de ayudas y fomento de debates plurales sobre las diferentes formas de entender el problema del agua, en los que más allá del juicio político, del sentimiento popular y del marketing comercial, estén representados y enfrentados los criterios y las valoraciones del saber profesional, junto a la voz de las personas afectadas. 

Finalmente, exigir que los términos “usuario” y “afectado” sean redefinidos, en un mundo en el que el agua no sólo es utilizada para regar y producir kilowatios sino para otras actividades económicas ligadas a la oferta de bienestar natural al que todos tenemos derecho. Los afectados por el mal hacer económico y por la destrucción de un espacio de bienestar natural, somos todos, auque no estemos organizados como tales. 

EPÍLOGO:

Somos país que ha perdido muchas revoluciones a lo largo de los últimos siglos de la Historia, que luego hemos hecho tarde y fuera de su momento de oportunidad. Ahora estamos perdiendo de nuevo el tren de la revolución hidrológica y medioambiental, que para la mayor parte del territorio español es una revolución importante, que deberá permitirnos conservar una singularidad escénica y biológica singulares, evitar las políticas fáciles de desarrollo económico de “tierra quemada”, y preservar una oferta de calidad y bienestar naturales que en sí misma es un importante activo económico/social para un futuro que en buena parte es ya presente. Que no sea la torpeza de quien tiene las responsabilidades de gobierno, ni las presiones de los intereses organizados los que nos hagan perder esa batalla. 


Zaragoza, 10 de Diciembre del 2000

Fdo:

Fco. Javier MARTÍNEZ GIL

Catedrático de Hidrogeología

D.N.I. 37.612.069
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